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Exp. 538/2021-2 y su acumulado Exp. 203/2022/3

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 538/2021/2 Y SU ACUMULADO 203/2022/3


	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: SERVICIOS DE SALUD DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., cuatro de abril del dos mil veinticinco. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 538/2021/2, promovido por los C.C. **********, el primero en su carácter de representante legal de la empresa**********y el segundo, en su carácter de representante legal de**********, señalando como autoridad demandada a los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diez de agosto del dos mil veintiuno, compareció el C. **********, solicitando se le tuviera por promoviendo demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí; señalando como acto impugnado el que precisa en su escrito de demanda.
II.- Mediante proveído de doce de agosto del dos mil veintiuno, se dio cuenta con el escrito presentado por ********** y toda vez que no exhibió documento alguno con el que acreditara el carácter con el que comparecía; se le requirió a fin de que en el término de cinco días, acreditara el interés jurídico en el que fundo su pretensión, y al efecto exhibiera, el original y/o copia certificada del documento, escritura constitutiva, o poder para comparecer a juicio, es decir, con el que justificara la personalidad para representar a las personas morales denominadas, **********, ambas **********; apercibido con desechar la demanda en caso de no cumplir con el requerimiento que le fue formulado.
III.- Por auto de treinta de agosto del dos mil veintiuno, se dio cuenta con el escrito presentado por **********, en su carácter de representante legal de la persona moral “**********, y **********, en su carácter de representante legal de la persona moral “**********, recibido en este Tribunal el veinte de agosto del mismo año, mediante el cual contestaron el requerimiento formulado en proveído de doce de agosto del dos mil veintiuno y al efecto exhibieron para acreditar su personalidad para comparecer a juicio, el **********, y el diverso instrumento **********con ejercicio en esta ciudad capital.
Consecuentemente y toda vez que los comparecientes en el ocurso mediante el cual comparecieron, solicitaron se les tuviera por propios y reconocidos todos y cada uno de los puntos que contiene el escrito inicial de demanda que presento **********, así como también solicitaron se les tuviera como representante común  de ambas sociedades al C. **********; se les tuvo por acreditada la personalidad para comparecer a juicio, se dejó sin efecto el apercibimiento hecho en el auto de doce de agosto del mismo año y se les tuvo por promoviendo juicio contencioso administrativo señalando como autoridad demandada a los Servicios de Salud del Estado, y como acto impugnado el siguiente:
“La negativa ficta con motivo del escrito presentado en fecha 04 de diciembre de 2019 por ********** ante la titular de la Secretaría de Salud de Gobierno del estado de San Luis Potosí, en el que se solicitó 1) la terminación anticipada del contrato de obra pública ********** y, 2) la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente.”


En consecuencia se tuvo por admitida la demanda promovida por las empresas “**********, y “**********,y en consecuencia con una copia del escrito de demanda y sus anexos se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días contestara la demanda, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con los que estas se encontraran relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo dentro del plazo que le fue indicado, se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Además con fundamento en el artículo 181 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, conforme a lo solicitado por los comparecientes, se tuvo como representante común de ambas sociedades al C. **********.
III.- En proveído de fecha cinco de octubre del dos mil veintiuno, se dio cuenta con el oficio sin número y sus anexos, signado por el licenciado **********en su carácter de Director General de Servicios de Salud de San Luis Potosí; recibido el veinte de septiembre de dos mil veintiuno; Visto el contenido del mismo, se le tuvo por dando contestación a la demanda interpuesta en este juicio y por objetando la prueba de la parte actora a que se refiere en su oficio; por tanto con la copia simple del oficio contestatorio se ordenó correr traslado a la parte actora. 
Asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes, en el escrito de ampliación de demanda, las siguientes:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 

· Copia certificada del convenio privado de participación conjunta, de nueve de diciembre de dos mil trece;
· Acuse del escrito dirigido a Servicios de Salud de San Luis Potosí, recibido el cuatro de diciembre de dos mil diecinueve;
· Copia simple del Contrato de Obra Pública a Precio Alzado, número **********, del veintiuno de enero de dos mil catorce; 

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada de su nombramiento.
· Copia simple del Reglamento Interior de Servicios de Salud del Estado;
· Copia certificada del Contrato de Obra Pública a Precio Alzado, número **********, del veintiuno de enero de dos mil catorce;

· Copia simple de la resolución definitiva dictada en el juicio contencioso **********, de diez de diciembre de dos mil quince, documental que detalla en el punto 4 del capítulo de pruebas de su contestación;

· Copia certificada de la cédula de notificación de trece de noviembre de dos mil diecisiete;

· Copia certificada de la resolución de trece de noviembre de dos mil diecisiete, contenida en el oficio **********, documental que detalle en el punto 5 del capítulo de pruebas de su contestación;

· Instrumental de actuaciones; y
· Presuncional lógico, legal y humano.
Por otra parte, debido a que la parte actora en su escrito inicial de demanda señaló como acto impugnado la resolución de la negativa ficta, del escrito que presentó ante la autoridad demandada el cuatro de diciembre del dos mil diecinueve y dado que la ampliación de demanda resulta una formalidad esencial del procedimiento y su ejercicio no debe ser negado de plano; con fundamento en el numeral 237 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda; apercibida que de no hacerlo en el término legal otorgado se le tendrá por precluido su derecho para ampliar la demanda.
Además se hizo la precisión que una vez que transcurriera el término otorgado a la parte actora en este proveído y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría la fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- En auto de fecha once de noviembre del dos mil veintiuno, se dio cuenta del escrito que presentó **********, en su carácter de representante legal de la parte actora, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal, el tres de noviembre del dos mil veintiuno, mediante el cual dentro del término legal que fue concedido amplio la demanda; por tanto, con fundamento en  lo dispuesto por el artículo 237, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por interpuesta la ampliación de demanda y con una copia simple del escrito de ampliación de mérito, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara la citada ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos que ésta se encontrara relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. Además se tuvo a la parte actora por señalando como autorizado al Licenciado **********, sin perjuicio de los previamente autorizados.
V.- En auto de fecha diez de enero del dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio que presentó **********, en su carácter de Subdirectora de los Servicios de Salud en San Luis Potosí; recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal en fecha primero de diciembre del dos mil veintidós, mediante el cual dio contestación a la ampliación de la demanda; en esa tesitura, se tuvo por contestada la ampliación de demanda a la autoridad compareciente; y con la copia simple del oficio de contestación a la ampliación de cuenta y anexo, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, se admite como pruebas de la autoridad demandada compareciente, las siguientes:Copia certificada de su nombramiento;

· Copia simple del Reglamento Interior de Servicios de Salud del Estado;

· Copia certificada del acta circunstanciada del procedimiento de rescisión al contrato **********, de veinticuatro de julio de dos mil quince;

· Copia certificada de la minuta de trabajo de veinticinco de septiembre de dos mil quince;

· Copia certificada del oficio **********, de quince de septiembre de dos mil veintiuno;

· Copia simple de las constancias que integran el procedimiento de reclamación de fianza **********, inherente al contrato de obra pública afianzado **********, documental que detalla en el punto 6 del capítulo de prueba de su oficio de contestación a la ampliación de demanda; y para el caso de que las constancias antes detalladas, sean objetadas por la parte actora, se le tiene por ofrecida a la autoridad demandada, como medida de perfeccionamiento, el cotejo con su original; lo que se acordará lo conducente si fuera el caso, en el momento procesal correspondiente. 

· Copia certificada del acta de finiquito del contrato de obra pública **********;

· La inspección ocular detallada en el punto 9 del capítulo de pruebas de su oficio de cuenta, por lo tanto, con fundamento en el artículo 113 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se ordenó dar  vista a la parte actora; para que en el término de tres días hábiles, que establece el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por disposición de su numeral 217, manifestará lo que a su derecho conviniera y en su caso, propusiera la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos que serán materia de la inspección.

· Presuncional lógica, legal y humana; y 
· La instrumental de actuaciones.

En relación a la prueba detallada en el punto 8 del capítulo de pruebas de su oficio de cuenta, para efecto de que se requiriera a la persona moral **********., con domicilio en **********; y exhiba la totalidad de las constancias integrantes del procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número **********, inherente al contrato **********; de conformidad con el 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se requirió a la autoridad demandada, para que en el término de cinco días hábiles, señalara y precisara, si la citada persona moral contaba con domicilio en esta ciudad; para efecto de llevar a cabo las diligencias necesarias de la prueba que refiere en su oficio de cuenta; y atendiendo a que el domicilio de la moral se encuentra fuera de la jurisdicción de este tribunal, de acuerdo a lo establecido en el artículo 1° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
VI.- Por proveído de veintiséis de mayo del dos mil veintidós, se dio cuenta con  los oficios ********** signados por el Licenciado **********, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal; y los anexos de los mismos, consistentes, en cuanto al primero, en copias certificadas del auto de fecha veinticinco de marzo del dos mil veintidós; y respecto del segundo de los expedientes 538/2021/2 en 382 fojas y 203/2022/3 en 414 fojas, este último además mediante el cual refiere que en cumplimiento a lo ordenado en la resolución recaída al Incidente de Acumulación de Autos, tramitado dentro del juicio contencioso administrativo número 203/2022/3, remitió el original de los expedientes en cita, para los efectos legales a que hubiera lugar; y en el diverso escrito recibido en este Tribunal bajo el folio 49799, el autorizado de la parte actora, Joel Arturo Torres Maldonado, solicitó, que toda vez que se había ordenado la acumulación de autos, de los expedientes antes citados, se reanudara el procedimiento.

Bajo este contexto, de la resolución interlocutoria emitida en fecha once de abril de dos mil veintidós, en el juicio 203/2022-3, en relación con el Incidente de acumulación tramitado de oficio, se desprende que al decretarse la acumulación de autos, -203/2022/3 al 538/2021/2- la Tercera Sala de este Tribunal de igual manera determino que esta Sala, quien conocía del procedimiento más antiguo –atrayente-, determinara lo conducente sobre la reanudación del procedimiento respectivo en los citados juicios a partir de la fase procesal en que se encontraran. En consecuencia, se ordenó la reanudación del procedimiento contencioso administrativo, dentro de los expedientes acumulados 538/2021/2 y 203/2022/3, en la etapa que a cada uno correspondiera; en tal virtud se ordenó  acumularse las constancias que integraran los sumarios remitidos por la Tercera Sala, y con las mismas y el primer oficio ********** con sus anexos, se formara el tomo I del presente asunto. 

En tal virtud, con el resto de los oficios y escritos de cuenta, sus anexos, y el acuerdo que nos ocupa se dio inicio al tomo II del juicio que nos ocupa; y se ordenó glosar a autos para que obrara como legalmente correspondía el diverso oficio ********** y escrito del autorizado de la parte actora señalados en líneas que anteceden. 
Respecto del expediente 538/2021/2; visto el estado procesal de los autos del juicio 538/2021/2 se advirtió  que por auto de fecha, diez de enero de dos mil veintidós, se tuvo a la Autoridad demandada, Servicios de Salud de San Luis Potosí, por contestando la ampliación de la demanda; y se acordó lo conducente respecto a la admisión de las pruebas ofrecidas por las partes en esa etapa procesal, ordenando dar vista a la actora con la inspección ocular ofrecida por la demandada, para los efectos establecidos en el numeral 113 del Código Procesal Administrativo para el Estado; además se requirió a la autoridad demandada, para que señalara si la persona moral “**********” contaba con domicilio en esta ciudad. En tal sentido, se ordenó glosar a los autos los oficios y escrito de cuenta, ingresados en este Tribunal bajo los folios número **********, para que obraran como legalmente correspondía, y en relación a su contenido, respecto al ocurso de la parte actora mediante el cual atendió la vista que se le dio en el auto antes citado, refiriendo que ampliaba la prueba de inspección ofrecida por la autoridad demandada -Servicios de Salud de San Luis Potosí- en los siguientes términos:
“ La inexistencia de un documento que demuestre que se notificó por parte de **********. a las empresas **********, del Finiquito de fecha 23 de noviembre de 2017 o de cualquier de los anexos que se mencionan en el oficio **********de fecha 18 de julio de 2018 de manera tal que la actora tuviera conocimiento fehaciente, completo e indubitable del contenido del finiquito por cuanto hace a su fundamentación y motivación, para lo cual deberá revisarse en su totalidad en la inspección ofrecida el expediente, el finiquito o sus anexos en los cuales deberá verificarse si existe alguna constancia legal de que se puso en conocimiento de la parte actora más allá de toda duda o suposición el contenido completo de algún documento formal, expedido por autoridad competente, en el cual se dejara constancia de manera fundada y motivada del supuesto finiquito, de tal forma en que pudiera en todo caso imponerse de manera completa de su contenido a efecto de hacer valer algún medio de defensa legal que la ley pusiera a su disposición.” 


De igual manera se tuvo a la actora, por conducto de su autorizado, por formulando diversas manifestaciones en relación con el finiquito a que alude, y respectó a la ampliación de extremos de la inspección se precisó que se reservaba de proveer lo conducente para el momento en que determinara lo procedente sobre su admisión. 

Por otra parte, se tuvo a la  Subdirectora Jurídica de Servicios de Salud de San Luis Potosí, por dando cumplimiento con el requerimiento formulado, y señalando el domicilio en que podía ser localizada la afianzadora de referencia, en esta ciudad, en tal virtud, se ordenó girar atento oficio al Encargado y/o representante legal de la persona moral denominada “**********, de esta ciudad capital; a fin de que  dentro del término de tres días hábiles a que refiere el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la norma procesal de la materia, por disposición de su numeral 217, remitiera a esta Segunda Sala Unitaria, copias certificadas de las constancias integrantes del procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número **********, inherente al contrato **********; en el entendido que el costo que se generara por las referidas copias serian a cargo de la oferente de la prueba,  Servicios de Salud de San Luis Potosí, y se apercibió a la persona moral requerida que de no dar cumplimiento al requerimiento que se le formuló,  o bien manifestara y justificara el impedimento legal que tuviera para hacerlo, se podrán aplicar en su perjuicio las medidas de apremio establecidas en el artículo 127 en relación con el diverso 128 del Código Procesal Administrativo para el estado, atendiendo a la gravedad del desacato.  

Además debido a que dentro de las documentales que anexó la autoridad demandada a sus escritos de contestación de demanda inicial  y del de contestación a la ampliación de la misma, se encontraron diversas inherentes al procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número **********materia del requerimiento que le fue formulado, relacionadas con su probanza, tales como su oficio ********** de fecha dieciocho de julio de dos mil dieciocho; y así mismo que de las pruebas que anexó con su oficio de contestación dentro del juicio ********** refirió que mediante oficio **********, de fecha 15 de septiembre de 2021, recibido por **********, solicitó a dicha institución copia íntegra del Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No. **********. Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 35 fracción VII de la Ley Orgánica de este Tribunal, 98, 99, 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el diverso 131 fracción IV del Código Procesal Civil para el Estado, se requirió a Servicios de Salud de San Luis Potosí, a fin de que dentro del término de tres días hábiles, exhibiera copias certificadas de todas las constancias que tuviera en su poder y que estuvieran relacionadas con el  procedimiento de reclamación de la fianza, antes aludido; o bien, manifestara si dichas constancias eran las referidas en el punto 17 –Documental Décimo Segunda- precisado en el apartado de pruebas de su escrito de contestación de demanda del juicio 203/2022-2; apercibida dicha autoridad con aplicar en su perjuicio las medidas de apremio establecidos en el artículo 127 en relación con el diverso 128 del Código Procesal Administrativo para el estado, atendiendo a la gravedad del desacato.

En otro orden de ideas, y debido a que los extremos materia de la prueba de inspección ocular ofertada por la autoridad demandada, guardaban relación con las documentales integrantes del procedimiento de reclamación de la fianza antes citado, se reservó de proveer lo conducente respecto a la admisión de la prueba de inspección de la autoridad, para el momento en que se contara con dichas documentales. 
Por último, en relación con el escrito de la parte actora, por conducto de su autorizada, ingresado en este Tribunal bajo el folio de recepción número ********** mediante el cual solicitó la devolución de diversas documentales y al efecto exhibió copia para su cotejo; se dijo a la parte accionante que quedaban a su disposición dichas documentales, la cuales cabe precisar fueron agregadas en copias certificadas con su escrito recibido el veinte de agosto de dos mil veintiuno, a través del cual se dio cumplimiento al requerimiento que se le formuló en el auto inicial del presente asunto, lo anterior previo cotejo y toma de razón dejada en autos. 

Del estado procesal de los autos del Expediente 203/2022-3, se advirtió que por auto de fecha, veinticinco de marzo de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda promovida por **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada “**********”, y por **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada “**********; en contra de Servicios de Salud de Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el finiquito de fecha veintisiete de noviembre de dos mil veintiuno; ordenando emplazar a la autoridad demandada, en términos de Ley, requiriéndola a fin de que exhibiera copia certificada del expediente administrativo relativo al Contrato de Obra Pública número **********; se tuvo a la actora por ofreciendo pruebas; y de oficio, se dio trámite al incidente de acumulación de autos de mérito.   

Así mismo se tuvo a **********, en su carácter de Subdirectora de Asuntos Jurídicos y representante de Servicios de Salud de San Luis Potosí; por dando contestación a la demanda  el cual da contestación a la demanda. Por tanto, se tuvo a la autoridad demandada por contestada la demanda y por objetando, en cuanto a su alcance y valor probatorio, las pruebas ofrecidas por la parte actora que refiere en su oficio y con la copia simple del oficio contestatorio se ordenó correr traslado a la parte actora.
En ese orden, con fundamento en lo establecido por los artículos 35, fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado, respecto de las pruebas ofrecidas por las partes, se les tuvieron por admitidas, las siguientes:

A la parte actora 

a).- Las documentales que anexó a su escrito inicial de demanda, consistentes en: 

· Copias Certificadas, de los instrumentos ********** del libro **********, libro **********, del protocolo del Notario Público número ********** con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado de San Luis Potosí. 

· Copias Certificadas, consistentes en el instrumento **********, tomo **********, pasado ante la fe del Notario Público número ********** con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del estado de San Luis Potosí.

· Copias Certificadas, del instrumento **********, pasado ante la fe de la licenciada **********, Notario Público adscrita a la Notaria número **********, con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del estado de San Luis Potosí.
· Impresión, del aviso de fecha 03 de febrero de 2022 firmado por la Lic. **********, Secretaria General de Acuerdos del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en el que se señala como inhábil el día 07 de febrero de 2022
· Copia Simple, del Finiquito de fecha 23 de noviembre de 2017 emitido por Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí.
· Original de la contestación a la ampliación de demanda presentada por Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí el día 01 de diciembre dentro de los autos del juicio **********. 

· Original de la constancia de notificación a la actora de fecha 01 de febrero de 2022 en el expediente ********** 

· Original, del escrito de fecha 18 de julio de 2018 en el que la afianzadora notifica la reclamación formal de la fianza por parte de Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí.
· Original, consistente en legajo de 43 hojas que conforman la Bitácora de Obra.
· Copia Simple, consistente en la Minuta de Campo de fecha 08 de mayo de 2015.

· Copia Simple del Registro Auxiliar de Observaciones.
· Original de los escritos dirigidos por la Contratista al Jefe del Departamento de Infraestructura de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, de fechas 18 de febrero de 2014, 23 de octubre de 2014, 30 de octubre de 2014, 09 de enero de 2015, 24 de marzo de 2015, y 14 de mayo de 2015.

· Original -sin rubricas- del Finiquito elaborado por la Contratista que incluye la tabla de paridad cambiarla y resumen de estimaciones, desglose de gastos financieros, labia "6" de intereses de paridad cambiaria, anexo de escalatorias.
· Original de las estimaciones de fechas “**********” y “**********” y sus números generadores, así como la factura correspondiente firmada por el personal de Servicios de Salud y por los representantes de la empresa.
· Impresión, Diagrama Unifilar y planos de ingeniería –sin rubricas ni sellos-

· Cotizaciones, facturas, pólizas de cheques y contratos diversos con los proveedores de los insumos a instalar.

· Copia certificada del expediente administrativo relativo al Contrato de Obra Pública número **********; exhibido por la demandada en su contestación y que se encuentra conformado por 271 fojas útiles. 

b).- Respecto a la prueba Testimonial, a cargo del Arq. **********, que ofreció la parte actora, se requiere a la oferente de la prueba para que dentro del término de cinco días hábiles, presente el referido interrogatorio; apercibida que de no hacerlo se le desechara dicha probanza; toda vez que fue omisa exhibir el interrogatorio correspondiente, debidamente firmado, y copia del mismo para cada una de las demás partes.
A la Autoridad Demandada, Servicios de Salud de San Luis Potosí, le fueron admitidas, las siguientes: 

a).- Las documentales y Hechos notorios que anexó y que se refiere en su escrito de contestación de demanda, consistentes en: 

· Copia Certificada del nombramiento como Subdirectora de Asuntos Jurídicos de Servicios de Salud de San Luis Potosí.

· Ejemplar del Reglamento Interior de Servicios de Salud de San Luis Potosí publicado en el Periódico Oficial del Estado el día 18 de abril de 2019; 

· COPIAS CERTIFICADAS DE: 
(1) LAS BASES DE LA LICITACION PUBLICA NACIONAL CONTRATACION DE OBRA PUBLICA No. **********; 
(2) del Contrato de Obra Pública a Precio Alzado No. **********, de fecha 21 de enero de 2014; 
(3) Convenio Privado de Participación Conjunta celebrado entre ambas empresas, en fecha 09 de diciembre de 2013; 
(4) Acta de Fe de Hechos de fecha 24 de julio de 2015, pasada ante la fe del Notario Público número **********, con ejercicio en el Distrito Judicial de **********; 
(5) Minuta de trabajo de fecha 08 de mayo de 2015; 
(6) resolución emitida el 10 de diciembre de 2015, por el entonces Tribunal de lo Contencioso Administrativo en el Estado dictada en autos del expediente **********; 
(7) Cédula de Notificación de fecha 13 de noviembre de 2017, practicada en el domicilio ubicado en calle **********, así como de la Resolución del 13 de noviembre de 2017, contenida en el Oficio **********; 
(8) Resolución de Rescisión de Contrato No. ********** de fecha 13 de noviembre de 2017; 
(9) Dictamen emitido por el Residente de Obra, Arq. ********** en fecha 14 de julio de 2015; 
(10) Finiquito de obra de fecha 23 de noviembre de 2017, inherente al contrato No. **********3; 
(11) Oficio **********, de fecha 18 de julio de 2018, recibido por **********, 
(12) Oficio **********, de fecha 15 de septiembre de 2021; mismas que se acompaña dentro del legajo que comprende el Expediente Administrativo del contrato No. **********. 

· Oficio ********** de fecha 04 de agosto de 2017 relativo a la designación como residente de obras, del Arq. **********, mismo que se acompaña a la presente dentro del legajo que comprende el expediente administrativo, en la foja 260.

· Dictamen emitido por el Residente de Obra, **********, en fecha 16 de agosto de 2017, mismo que obra dentro del Expediente Administrativo del contrato No. **********, a foja 261 a 271. 

·  Copias Certificadas del expediente administrativo originado con motivo del Contrato No. ********** relacionada con PROYECTO Y CONSTRUCCION DE UN HOSPITAL BASICO COMUNITARIO, ubicado en domicilio conocido en la Localidad de **********. 

· Ejemplar de las constancias que integran el Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato **********; mismo que se acompaña dentro del legajo que comprende el Expediente Administrativo del contrato No. **********, que obra de foja 210 a 259; y respecto del medio de perfeccionamiento que ofrece se proveerá lo conducente en el momento procesal oportuno.

· Copia Certificada del escrito signado por el Ing. **********, Apoderado General de **********, dirigido al Dr. **********
· Hecho Notorio consistente en resolución emitida por la Primer Sala Unitaria de este Tribunal de Justicia Administrativa, dentro del expediente ********** y su acumulado **********, con fecha 17 de febrero de 2022.

· Hecho Notorio, consistente en la LEY DE OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSI, publicada en el Periódico Oficial del Estado y vigente durante la vigencia del contrato No. **********.

· Hecho Notorio consistente en REGLAMENTO DE LA LEY DE OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSI, publicada en el Periódico Oficial del Estado y vigente durante la vigencia del contrato No. **********, y que se invoca como, en virtud de que aquella emanó de un órgano de difusión oficial.

b).- Tocante a la prueba documental décimo cuarta, consistente en la copia certificada que deberá de requerirse a “**********”. de la totalidad de las constancias que integran el Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No. ********** y de la prueba de Inspección con cargo a la moral antes citada; dígase a la Autoridad demandada que se reserva de proveer lo conducente sobre su admisión, para el momento en que se cumplan los requerimientos formulados en los apartados 2.3.1 y 2.3.2, del proveído que nos ocupa, en virtud de que las pruebas aludidas en dichos apartados y las antes señaladas guardan similitud entre sí.   

c).- Respecto a las pruebas Testimoniales, que ofrecio la demandada con cargo a ********** apoderado legal de ********** se  requirió a Servicios de Salud de San Luis Potosí, para que dentro del término de cinco días hábiles, presentara el interrogatorio respectivo; apercibida que de no hacerlo se le desechara dicha probanza; en razón de que la oferente omisa exhibir los interrogatorios debidamente firmado, y copia para cada una de las demás partes.
d).- En cuanto a la prueba de reconocimiento de contenido y firma, respecto de la documental consistente en escrito del 18 de julio de 2018 signado por **********, en su carácter de apoderado legal de “**********, y que aporto como prueba la parte actora; se desechó por ser innecesario tal medio de perfeccionamiento, toda vez que no se puso en duda la autenticidad de dicha probanza; sin soslayar que tal medio de prueba -reconocimiento de contenido y firma- no es idóneo para demostrar la pretensión de la demandada; precisándose que sería valorada conforme a las reglas establecidas en el código procesal en consulta. Ello con fundamento en lo dispuesto por los artículos 35 fracción IV de la Ley Orgánica de este Tribunal, en relación con lo establecido en lo numerales 70 párrafo segundo y tercero, 75, 94 y 217 del código Procesal Administrativo para el Estado.
e).- La Instrumental de actuaciones; y la Presuncional lógico, legal y humano.
Además se otorgó a la parte actora  Plazo para ampliar la demanda, en virtud de que la autoridad demandada al contestar la demanda dentro del Juicio atraído ********** , planteo el sobreseimiento por extemporaneidad; por lo que, con fundamento en el numeral 237 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda en relación con la causa de sobreseimiento que planteó la autoridad; apercibida, que de no hacerlo en el término legal otorgado se le tendría por precluido su derecho para hacerlo.
Por último, se precisó que una vez que transcurrieran los términos otorgados a las partes en el acuerdo que nos ocupa y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final a que se refiere el numeral 246 del Código Procesal Administrativo en comento. 

VII.- Por proveído de primero de marzo del dos mil veintitrés, se acordó lo siguiente.  Del expediente 538/2021/2, se tuvo a la licenciada Blanca Medina Fonseca, en su carácter de Subdirectora de Asuntos Jurídicos de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, por dando cumplimiento al requerimiento ordenado en unto 2.3.2 del proveído dictado en veintiséis de mayo de dos mil veintidós; y por manifestando al efecto BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD que las únicas documentales que obraban en su poder, respecto del procedimiento de Reclamación de Fianza de Cumplimiento son las que detalló en punto 17 y 18 del capítulo de pruebas de su escrito de contestación de demanda presentado ante este Tribunal el doce de mayo de dos mil veintidós; en tal virtud, se deja sin efecto el apercibimiento formulado a la autoridad demandada.

Del expediente 203/2022/3 se dio cuenta con el escrito firmado por **********, en su carácter de abogada autorizada de la parte actora; recibido con el folio 41191 en el buzón de promociones de término de este Tribunal; el veintisiete de junio de dos mil veintidós; mediante el cual exhibió el interrogatorio, debidamente firmado, correspondiente a la prueba testimonial ofrecida en su escrito de ampliación de demanda; en tal virtud, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la actora y con fundamento en los artículos 69, fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se admitió al actor la prueba testimonial a cargo del arquitecto **********, a quien debería presentar el oferente de la prueba debidamente identificado, el día y hora que se fijara para el desahogo de la audiencia final; apercibido de que de no hacerlo y no asistiera el citado testigo al desahogo de la prueba testimonial, se declararía desierta dicha probanza, en términos de lo dispuesto por el numeral 80 del Código Procesal Administrativo.
Asimismo, con una copia del interrogatorio de cuenta, se ordenó dar vista a las autoridades demandadas, a fin de que estuvieran en aptitud de formular repreguntas, conforme lo establece el artículo 83 del Código Procesal Administrativo en comento.

Por otra parte, se tuvo a la demandada por desistiéndose de la prueba testimonial con cargo al Arq. ********** y exhibe el interrogatorio, debidamente firmado, correspondiente a la prueba testimonial ofrecida en su escrito de contestación de demanda; en tal virtud, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado y con fundamento en los artículos 69, fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se admitió la prueba testimonial a cargo **********, quien, en el momento procesal oportuno debería ser citado vía exhorto girado el Supremo Tribunal del Estado De Jalisco, para el día y hora que se fijara para el desahogo de la audiencia final; apercibido de que de no hacerlo y no asistiera el citado testigo al desahogo de la prueba testimonial, se declararía desierta dicha probanza, en términos de lo dispuesto por el numeral 80 del Código Procesal Administrativo.
Asimismo, con una copia del interrogatorio de cuenta, se ordenó dar vista a la parte actora, a fin de que estuviera en aptitud de formular repreguntas, conforme lo establece el artículo 83 del Código Procesal Administrativo en comento.

Por otra parte, se tuvo a **********, en su carácter de representante legal de la parte actora, por ampliando la demanda, por lo que con una copia simple del escrito de ampliación de demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que con fundamento en los artículos 242 y 243 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestara la ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos que con éstas se encontraran relacionadas; apercibidas que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Por último, se precisó que una vez que transcurrieran los términos otorgados a las partes y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final. 

VIII.- En auto de veintidós de mayo del dos mil veintitrés, se acordó lo siguiente.

Del expediente 538/2021-2, atendiendo a que en punto 2.3 del proveído dictado el veintiséis de mayo de dos mil veintidós, se tuvo a la Subdirectora Jurídica de Servicios de Salud de San Luis Potosí, por dando cumplimiento al requerimiento formulado en auto de diez de febrero de dos mil veintidós. Además de que en punto 2.3.1 del proveído en cita, también se ordenó girar oficio al Encargado y/o representante legal de la persona moral denominada “**********.”, con domicilio, ubicado en **********, sin embargo, de la razón levantada por el auxiliar jurisdiccional el tres de marzo del año en curso se obtuvo que la empresa “**********” ya no contaba con el domicilio en **********.

Por tanto se ordenó girar atento oficio por correo certificado al Encargado y/o representante legal de la persona moral denominada “**********.”, con domicilio en **********, a fin de que  dentro del término de tres días hábiles a que refiere el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la norma procesal de la materia, por disposición de su numeral 217, remita a esta Segunda Sala Unitaria, remitiera copias certificadas de las constancias del procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número **********, inherente al contrato **********;en el entendido que el costo generado por las referidas copias seria a cargo de la oferente de la prueba,  Servicios de Salud de San Luis Potosí, apercibida con aplicar en su perjuicio las medidas de de apremio establecidos en el artículo 127 en relación con el diverso 128 del Código Procesal Administrativo para el estado, atendiendo a la gravedad del desacato, en caso de no dar cumplimiento al requerimiento que le fue formulado. 

Del expediente 203/2022-3, se tuvo a la Subdirectora Jurídica de Servicios de Salud de San Luis Potosí; por contestada la ampliación de la demanda; en tal virtud, con la copia simple del oficio de contestación a la ampliación de cuenta, se ordenó correr traslado a la parte actora con el oficio contestatorio  para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Así mismo se precisó que ni la parte actora ni la autoridad demandada, presentaron pruebas de su intención en la ampliación de demanda y su contestación respectiva.
IX.- Mediante proveído de veintidós de mayo del dos mil veintitrés, se acordó lo siguiente.

Del Expediente 538/2021-2; se dio cuenta con el escrito y anexos que presentó el licenciado **********, apoderado legal de la moral ********** mediante el cual dio cumplimiento al requerimiento ordenado en proveído de veintidós de mayo de dos mil veintitrés, por lo que en consecuencia se dejó sin efecto el apercibimiento ordenado en dicho auto.


Consecuentemente  considerando que respecto de la prueba de inspección ofrecida por la autoridad demandada en oficio presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el uno de diciembre de dos mil veintiuno y cuyos extremos fueron ampliados por la parte actora mediante escrito presentado el ocho de febrero de dos mil veintidós, de los cuales en proveído de veintiséis de mayo de dos mil veintitrés se reservó de proveer. Al respecto  con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tuvieron como pruebas de las partes, además de las admitidas en el proveído dictado el diez de enero de dos mil veintidós, la siguiente:

La prueba de inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada, para efecto de que el funcionario de este Tribunal lo realice en las constancias que integran el procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número **********, inherente al contrato **********; en los siguientes extremos:

a) Que el Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No **********, fue iniciado  con motivo del Oficio número **********, de fecha 18 de julio de 2018, emitido en representación de los Servicios de Salud de San Luis Potosí.

b) Que al Oficio número **********, de fecha 18 de julio de 2018, se acompañó la Cédula de Notificación de fecha 13 de noviembre de 2017, practicada en el domicilio ubicado en calle ********** así como de la Resolución del 13 de noviembre de 2017, contenida en el Oficio **********
c) Que al Oficio número **********, de fecha 18 de julio de 2018, se acompañó el Finiquito de obra de fecha 23 de noviembre de 2017, inherente al contrato No **********.
d) Que dentro del Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No **********. dio vista a las morales **********. con el oficio número ********** de fecha 18 de julio de 2018 emitido en representación de los Servicios de Salud de San Luis Potosí y sus anexos.

e) Que dentro del Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No. ********** comparecieron las morales ********** mediante escrito de fecha 23 de julio de 2018, suscrito por el ING. **********, por medio del cual concurrieron a dicha instancia a efecto de realizar las manifestaciones que a su derecho correspondió.
f) Que el escrito de fecha 23 de julio de 2018, suscrito por el ING. **********, ostentando el carácter de representante común de las personas morales ********** se compone de treinta páginas.

g) Que en las paginas 20, primer párrafo; 21, último párrafo, y 29, segundo párrafo, del escrito de fecha 23 de julio de 2018, suscrito por el ING. ********** ostentando el carácter de representante común de las personas morales ********** respectivamente se señaló:

“…Con relación al numeral 10, en el que hace referencia a un supuesto procedimiento de rescisión sustanciado por los Servicios de Salud de San Luis Potosí en fechas del ejercicio 2017 mi representada niega categóricamente su existencia pues no fue receptor o sujeto pasivo de dicho procedimiento autoritario el cual se desconoce de manera integral siendo mediante el escrito de fecha 18 de julio de 2018 recibido de esa institución **********. que estamos teniendo conocimiento de tal circunstancia…”

“…Es por lo tanto evidente que los Servicios de Salud de San Luis Potosí no aportan los elementos obligatorios que dispone la fracción I del artículo 279 de la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas, de acuerdo con el cual los elementos del reclamo deben significar la exigibilidad del cobro del monto afianzado, lo cual en el caso particular no ocurre puesto que el procedimiento rescisorio al que hace referencia el escrito de reclamación, y que se reitera con contundencia, es desconocido por mi representada, y en caso de que exista, dada la fecha en que se ha tenido conocimiento del mismo que lo fue a través del escrito que se contesta, a mi poderdante le corresponde el derecho de aducido en los medios de defensa en contra del supuesto acto autoritario consistente en el procedimiento rescisorio desde su etapa inicial hasta la resolución definitiva que presume el Organismo Público…”

“…Asimismo, como se ha expuesto, los Servicios de Salud de San Luis Potosí refieren a la sustanciación y existencia de un procedimiento rescisorio del cual mi representada desconoce, para el cual a partir de la fecha en que se conoció el mismo o su posible existencia, que es la misma data en que se recibió el comunicado de reclamación por parte de esa Institución Afianzadora, existen medios de defensa previstos en el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, a los cuales acudiremos en la defensa del legítimo interés de mi mandante, dentro del plazo legal para dicha instancia, y dentro del plazo al que hace referencia esa Institución que usted representa, fijado para el día 18 de agosto de 2018, en que ********** deberá dictaminar sobre la procedencia o improcedencia del reclamo que nos ocupa, lo cual le será oportunamente informado…”

h) Que en la página 19, del escrito de fecha 23 de julio de 2018, suscrito por el ING. **********, ostentando el carácter de representante común de las personas morales **********, se reprodujo la imagen siguiente: (véase documento).

i) Que en la página 30, del escrito de fecha 23 de julio de 2018, obra firma autógrafa del ING. **********, ostentando el carácter de representante común de las personas morales **********
Asimismo, se admite el desahogo de los extremos planteados por la parte actora, al tenor siguiente:

1. “ La inexistencia de un documento que demuestre que se notificó por parte de ********** ********** del Finiquito de fecha 23 de noviembre de 2017 o de cualquier de los anexos que se mencionan en el oficio ********** de fecha 18 de julio de 2018 de manera tal que la actora tuviera conocimiento fehaciente, completo e indubitable del contenido del finiquito por cuanto hace a su fundamentación y motivación, para lo cual deberá revisarse en su totalidad en la inspección ofrecida el expediente, el finiquito o sus anexos en los cuales deberá verificarse si existe alguna constancia legal de que se puso en conocimiento de la parte actora más allá de toda duda o suposición el contenido completo de algún documento formal, expedido por autoridad competente, en el cual se dejara constancia de manera fundada y motivada del supuesto finiquito, de tal forma en que pudiera en todo caso imponerse de manera completa de su contenido a efecto de hacer valer algún medio de defensa legal que la ley pusiera a su disposición.” (énfasis añadido).
En esa tesitura, se precisó que en la fecha y hora que se fijara para la celebración de la audiencia final, se llevaría a cabo el desahogo de la prueba de inspección ocular admitida en líneas que anteceden; citándose a las partes, a fin de que estuvieran aptitud de acudir para hacer las observaciones que consideraran pertinentes, conforme lo previsto en el artículo 114 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Del Expediente 203/2022-3; respecto de la prueba de inspección ofrecida por la autoridad demandada en oficio presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el doce de mayo de dos mil veintidós y cuya admisión fue reservada en punto 3.3.2 inciso b del proveído dictado el veintiséis de mayo de dos mil veintidós; con fundamento en el artículo 113 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se ordenó dar vista a la parte actora, para que en el término de tres días hábiles, que establece el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por disposición de su numeral 217; manifestará lo que a su derecho conviniera y en su caso, propusiera la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos que serán materia de la inspección y se precisó que una vez que transcurran los términos otorgados a la parte actora en este acuerdo y sea el momento procesal oportuno, se fijará fecha y hora para la celebración de la audiencia final a que se refiere el numeral 246 del Código Procesal Administrativo en comento. 

X.- En auto de veinte de febrero del dos mil veinticuatro, del expediente 203/2022-3 y visto el estado de autos se procedió a acordar respecto de la prueba de inspección ofrecida por la autoridad demandada en oficio presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el doce de mayo de dos mil veintidós y cuyos extremos fueron ampliados por la parte actora mediante escrito presentado el dieciséis de noviembre de dos mil veintitrés, de los cuales se reservó proveer en proveído de veintiséis de mayo de dos mil veintitrés.

Por tanto, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tuvo como pruebas de las partes, además de las admitidas en el proveído dictado el veintiséis de mayo de dos mil veintidós, la prueba de inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada, señalada en el punto 24 del capítulo de pruebas de la contestación de demandada, la que se admitió para efecto de que el funcionario de este Tribunal lo realizara en las constancias que integraran el procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número **********, inherente al contrato **********; en los siguientes extremos:

a) Que el Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato ********** fue iniciado ********** con motivo del Oficio número **********, de fecha 18 de julio de 2018, emitido en representación de los Servicios de Salud de San Luis Potosí.

b) Que al Oficio número **********, de fecha 18 de julio de 2018, se acompañó la Cédula de Notificación de fecha 13 de noviembre de 2017, practicada en el domicilio ubicado en calle ********** así como de la Resolución del 13 de noviembre de 2017, contenida en el Oficio **********.

c) Que al Oficio número **********, de fecha 18 de julio de 2018, se acompañó el Finiquito de obra de fecha 23 de noviembre de 2017, inherente al contrato No **********.
d) Que dentro del Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No **********, comparecieron las morales **********mediante escrito de 23 de julio de 2018, suscrito por el ING. **********, por medio del cual concurrieron a dicha instancia a efecto de realizar las manifestaciones que a su derecho correspondió.

e) Que el escrito de fecha 23 de julio de 2018, suscrito por el ING. **********, ostentando el carácter de representante común de las personas morales ********** se compone de treinta páginas.

f) Que en las paginas 20, primer párrafo; 21, último párrafo, y 29, segundo párrafo, del escrito de fecha 23 de julio de 2018, suscrito por el ING. **********, ostentando el carácter de representante común de las personas morales ********** respectivamente se señaló:

“…Con relación al numeral 10, en el que hace referencia a un supuesto procedimiento de rescisión sustanciado por los Servicios de Salud de San Luis Potosí en fechas del ejercicio 2017 mi representada niega categóricamente su existencia pues no fue receptor o sujeto pasivo de dicho procedimiento autoritario el cual se desconoce de manera integral siendo mediante el escrito de fecha 18 de julio de 2018 recibido de esa institución **********. que estamos teniendo conocimiento de tal circunstancia…”

“…Es por lo tanto evidente que los Servicios de Salud de San Luis Potosí no aportan los elementos obligatorios que dispone la fracción I del artículo 279 de la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas, de acuerdo con el cual los elementos del reclamo deben significar la exigibilidad del cobro del monto afianzado, lo cual en el caso particular no ocurre puesto que el procedimiento rescisorio al que hace referencia el escrito de reclamación, y que se reitera con contundencia, es desconocido por mi representada, y en caso de que exista, dada la fecha en que se ha tenido conocimiento del mismo que lo fue a través del escrito que se contesta, a mi poderdante le corresponde el derecho de aducido en los medios de defensa en contra del supuesto acto autoritario consistente en el procedimiento rescisorio desde su etapa inicial hasta la resolución definitiva que presume el Organismo Público…”

“…Asimismo, como se ha expuesto, los Servicios de Salud de San Luis Potosí refieren a la sustanciación y existencia de un procedimiento rescisorio del cual mi representada desconoce, para el cual a partir de la fecha en que se conoció el mismo o su posible existencia, que es la misma data en que se recibió el comunicado de reclamación por parte de esa Institución Afianzadora, existen medios de defensa previstos en el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, a los cuales acudiremos en la defensa del legítimo interés de mi mandante, dentro del plazo legal para dicha instancia, y dentro del plazo al que hace referencia esa Institución que usted representa, fijado para el día 18 de agosto de 2018, en que **********. deberá dictaminar sobre la procedencia o improcedencia del reclamo que nos ocupa, lo cual le será oportunamente informado…”

g) Que en la página 19, del escrito de fecha 23 de julio de 2018, suscrito por el ING. **********, ostentando el carácter de representante común de las personas morales **********, se reprodujo la imagen siguiente: (véase documento).

h) Que en la página 30, del escrito de fecha 23 de julio de 2018, obra firma autógrafa del ING. **********, ostentando el carácter de representante común de las personas morales **********
Que el ING. **********, ostentando el carácter de representante común de las personas morales **********. éstas últimas en su carácter de fiadas, tuvieron acceso al expediente formado con motivo del Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No. **********
i) Que dentro del Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No. **********. se notificó a las morales **********, de la resolución emitida con motivo de dicho procedimiento.

Asimismo, se admitió el desahogo de los extremos planteados por la parte actora en el escrito de cuenta, al tenor siguiente:

“ La inexistencia de un documento que demuestre que se notificó por parte de **********. a las empresas **********del Finiquito de fecha 23 de noviembre de 2017 o de cualquier de los anexos que se mencionan en el oficio ********** de fecha 18 de julio de 2018 de manera tal que la actora tuviera conocimiento fehaciente, completo e indubitable del contenido del finiquito por cuanto hace a su fundamentación y motivación, para lo cual deberá revisarse en su totalidad en la inspección ofrecida el expediente, el finiquito o sus anexos en los cuales deberá verificarse si existe alguna constancia legal de que se puso en conocimiento de la parte actora más allá de toda duda o suposición el contenido completo de algún documento formal, expedido por autoridad competente, en el cual se dejara constancia de manera fundada y motivada del supuesto finiquito, de tal forma en que pudiera en todo caso imponerse de manera completa de su contenido a efecto de hacer valer algún medio de defensa legal que la ley pusiera a su disposición.” (énfasis añadido).
Así mismo se precisó que el desahogo de la prueba de inspección ocular admitida, seria en la fecha y hora que se fijara para la celebración de la audiencia final.
Por otra parte, en cuanto a la prueba testimonial ofertada por la autoridad demandada y admitida en proveído de primero de marzo de dos mil veintitrés, con cargo a **********, toda vez que la autoridad demandada manifestó bajo protesta de decir verdad, la imposibilidad de presentarlo y señaló el domicilio ubicado en ********** como aquel en que podría ser notificado, en este tenor y toda vez que el domicilio donde reside el testigo, tiene lugar fuera del ámbito jurisdiccional de este Tribunal; con fundamento en los artículos, 37, fracción II inciso a) y 294 del Código Procesal Administrativo para el Estado, 30 fracción III, 43 fracción I, 110 fracción VIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, 99, 100, 102 y 104 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo, se ordenó girar atento oficio y exhorto de mérito al Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Jalisco para que en auxilio a las labores de este Tribunal y por conducto del Juez de Primera Instancia que por razón de turno correspondiera, con sede en el Primer Partido Judicial en el Estado, citara a ********** a efecto de realizar la prueba testimonial ofertada por la autoridad demandada en el domicilio ubicado en **********; debiendo anexar copia certificada del presente acuerdo; así como de los cuestionarios correspondientes a la prueba testimonial a cargo del citado testigo ********** a fin de que en colaboración con las labores de este Tribunal, realizara la diligencia señalada en la fecha y hora que para tal efecto designara el Juez exhortado y una vez realizada dicha diligencia remitiera a este Tribunal las constancias pertinentes.

En tal sentido a efecto de estar en aptitud de citar a las partes al desahogo de la prueba testimonial de referencia, se ordenó  solicitar al Tribunal exhortado, que con antelación informara a esta Segunda Sala Unitaria de la fecha que señalara para efecto a través del correo electrónico teja_sala2@tejaslp.gob.mx, o bien a los siguientes teléfonos de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, (444) 8 11 89 93, 8 13 97 41 y 8 33 85 30, extensión 205, a fin de que las partes del juicio estuvieran en aptitud de acudir al desahogo de la prueba, para hacer las observaciones que considerara pertinentes, conforme lo establece el artículo 114 del Código Procesal Administrativo para el Estado; en el entendido que de no presentarse los testigos se podría declarar desierta la prueba, conforme lo previsto en el numeral 80 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 

XI.- Por proveído  de quince de mayo del dos mil veinticuatro, se dio cuenta con el escrito y un anexo  signado por la licenciada **********, abogada autorizada de la parte actora, mediante el cual devolvió el exhorto ********** que le fue entregado en acta de fecha veintidós de febrero de dos mil veinticuatro, a efecto de su diligenciación ante el Supremo Tribunal de Justicia del estado de Jalisco, por las razones legales que ahí se enuncian, en consecuencia, se ordenó agregar a los autos el citado exhorto y estarse a lo dispuesto en punto uno punto dos del presente acuerdo.
Por otra parte, con fundamento en lo dispuesto por el numeral 70 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desechó la prueba testimonial ofertada por la autoridad demandada en la ampliación de la demanda con cargo a **********, al considerarse que esta resultaba ociosa e innecesaria toda vez que, los cuestionamientos que habrían de realizarse al mismo y que obran en los cuestionarios exhibidos, podían ser contestados con la inspección ocular a las constancias que integraban el procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número **********, inherente al contrato **********.
Por último, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se señalaron las once horas del trece de junio de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita; fecha y hora en que se llevarían a cabo las pruebas de inspección admitidas en autos a las partes del juicio.

XII.- En auto de seis de junio del dos mil veinticuatro, se ordenó formar el tomo tres del expediente en que se actúa; además se tuvo a la autoridad demandada por interponiendo recurso de reclamación en contra del auto dictado el quince de mayo de dos mil veinticuatro, en la parte conducente que refiere en el escrito de cuenta. 
Por tanto, con fundamento en los artículos 149 fracción I, 150 y 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se admitió a trámite el Recurso de Reclamación interpuesto y como copia del escrito del recurso en cita, se ordenó correr traslado a la parte actora, para que en el término de cinco días hábiles expresara lo que a su derecho conviniera. 

En consecuencia, se difirió la audiencia de ley que habría de celebrarse a las once horas del trece de junio de dos mil veinticuatro, precisándose que, una vez que fuera resuelto el recurso de reclamación admitido y fuera el momento procesal oportuno, se señalaría fecha y hora para la celebración de la audiencia a que refiere el numeral 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

XIII.- Por proveído de veinticuatro de junio del dos mil veinticuatro, se tuvo a la abogada autorizada de la parte actora por desahogando la vista que se le dio respecto del Recurso de Reclamación interpuesto por la autoridad demandada, respecto del auto de quince de mayo del dos mil veinticuatro y se citó para resolver el Recurso de Reclamación ya referido.
En esa tesitura con fecha veintiuno de agosto del dos mil veinticuatro se dictó resolución interlocutoria que resolvió el Recurso de Reclamación Interpuesto y en sus resolutivos segundo y tercero, resolvió fundado el recurso de reclamación, y revoco el auto dictado con fecha quince de mayo del dos mil veinticuatro, únicamente en su punto 1.2., confirmando en consecuencia la admisión de la prueba testimonial ofrecida por la demandada.

XIV.- En auto de veintiuno de octubre  del dos mil veinticuatro, se dio cuenta con el escrito que presenta la autorizada de la parte actora, y en atención a su contenido, se dijo a la promovente que, a efecto de fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia final, era necesario que de manera previa se realizara la diligenciación de la prueba testimonial ofertada por la autoridad demandada y admitida en proveído de primero de marzo de dos mil veintitrés, con cargo a **********.

En ese sentido y en razón de que, la autoridad demandada manifestó bajo protesta de decir verdad, la imposibilidad de presentar a ********** a efecto de rendir el testimonio respectivo y  debido a que el domicilio proporcionado por la demandada para citar al testigo, tenía lugar fuera del ámbito jurisdiccional de este Tribunal; con fundamento en los artículos, 37, fracción II inciso a) y 294 del Código Procesal Administrativo para el Estado, 99, 100, 102 y 104 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo, se ordenó girar atento oficio al Magistrado Presidente de este Tribunal de Justicia Administrativa, a efecto de que por su conducto se girara atento oficio y exhorto de mérito al Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, para que, en auxilio a las labores de este Tribunal y por conducto de la Sala Unitaria que por razón de turno correspondiera, se citara al citado ********** a efecto de realizar la prueba testimonial ofertada por la autoridad demandada en el domicilio ubicado en **********; debiendo anexar copia certificada del presente acuerdo; así como de los cuestionarios correspondientes a la prueba testimonial a cargo del citado testigo ********** a efecto de que se encuentren en oportunidad de que en colaboración con las labores de este Tribunal, realizara la diligencia señalada en la fecha y hora que para tal efecto designe el Magistrado exhortado y una vez realizada dicha diligencia remitiera a este Tribunal las constancias pertinentes; solicitando también al Tribunal exhortado, que con antelación informara a esta Segunda Sala Unitaria de la fecha que señalara para efecto, a fin de que las partes del juicio estuvieran en aptitud de acudir al desahogo de la prueba, para hacer las observaciones que consideraran pertinentes, conforme lo establecido en el artículo 114 del Código Procesal Administrativo para el Estado; en el entendido de que de no presentarse los testigos podrá declarar desierta la prueba, conforme lo establece el numeral 80 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
XV.- Mediante proveído de veintiocho de noviembre  del dos mil veinticuatro, se ordenó glosar a autos el oficio  ********** firmado por el Secretario General de Acuerdos de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, recibido en esta Segunda Sala Unitaria el veintiuno de noviembre del año en curso, mediante el cual remitió el ********** consignado en oficio ********** signado por el Magistrado Presidente de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco mediante el que devuelve sin diligenciar el exhorto que le fue remitido por esta Sala Unitaria, por las razones ahí anotadas.

En esta tesitura, y en atención a lo manifestado por el presidente del Tribunal exhortado, se calificaron de procedentes cada una de las posiciones respecto de las que habría de rendir testimonio **********, así mismo y, a efecto de que, este último se encontrara en condiciones de responder a los cuestionamientos identificados como número 25, 26 y 42, se ordenó enviar copia certificada del oficio de dieciocho de julio de dos mil dieciocho, mismo que fue agregado como en el numeral siete del capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda, así como el ejemplar de las constancias del procedimiento de Reclamación de Fianza de Cumplimiento  identificada con el número **********, inherente al contrato **********, exhibida como documental décimo segunda en el oficio de contestación de demanda, ambos documentos relativos al expediente acumulado 203/2022/2.
En este contexto, tal como se ordenó en el proveído de veintiuno de octubre de dos mil veinticuatro, nuevamente se ordena girar atento oficio y exhorto al Presidente de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, para que en auxilio a las labores de este Tribunal y, por conducto de la Sala Unitaria que por razón de turno correspondiera, se citará a ********** a efecto de realizar la prueba testimonial ofertada por la autoridad demandada en el domicilio ubicado en **********; debiendo anexar copia certificada del presente acuerdo, así como de los cuestionarios correspondientes a la prueba testimonial a cargo del citado testigo ********** a efecto de que se encontraran en oportunidad de, realizar la diligencia señalada en la fecha y hora que para tal efecto designara el Magistrado exhortado y una vez realizada dicha diligencia remitieran a este Tribunal las constancias pertinentes y a efecto de estar en aptitud de citar a las partes al desahogo de la prueba testimonial de referencia, se solicitó al Tribunal exhortado, que con antelación informara a esta Segunda Sala Unitaria de la fecha que señalara para efecto, en el entendido de que de no presentarse los testigos podría declarar desierta la prueba, conforme lo establecido en el numeral 80 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
Por último, se precisó que una vez que se hubiera diligenciado el exhorto ya referido y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final a que se refiere el numeral 246 del Código Procesal Administrativo en comento. 

XVI.- En auto de nueve de diciembre  del dos mil veinticuatro, se dio cuenta con el acuerdo pronunciado el seis de diciembre de dos mil veinticuatro, en autos del exhorto 12/2024 del índice del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, deducido del expediente 538/2021/2, del índice de esta Sala Unitaria, recibido el día seis de diciembre del año en curso mediante correo electrónico teja_sala2@tejaslp.gob.mx; atento a su contenido, se tuvo al Tribunal exhortado por señalando las diez horas del doce de diciembre de dos mil veinticuatro para el desahogo de la prueba testimonial ofertada por la autoridad demandada, con cargo a **********.

XVII.- Por proveído dictado el catorce de enero del dos mil veinticinco, se dio cuenta con el acuerdo pronunciado el once de diciembre de dos mil veinticuatro, en autos del exhorto **********, del índice del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, deducido del expediente 538/2021/2, del índice de esta Sala Unitaria, recibido el día doce de diciembre del año en curso, mediante correo electrónico teja_sala2@tejaslp.gob.mx, a través del cual devolvió sin diligenciar el exhorto 12/2024 que le fue remitido por esta Sala Unitaria, por las razones ahí anotadas.
En relación a lo anterior, de lo vertido en la razón actuarial levantada por la actuaria adscrita a la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del estado de Jalisco, anexa al referido acuerdo de once de noviembre, se advirtió la imposibilidad material de notificar al testigo **********, en la dirección proporcionada para tal efecto por la autoridad demandada, por lo que en esa tesitura y, toda vez que los cuestionamientos sobre los que habría de versar el testimonio con cargo al testigo en comento, no se referían a hechos propios de este, sino a actividades propias de la encomienda laboral que realizaba como empleado de la aseguradora **********.) las cuales se encuentran asentadas en los documentos que forman parte de las constancias integrantes del procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número ********** inherente al contrato **********, probanza que fue ofrecida por la autoridad demandada y admitida en acuerdo de seis de noviembre del dos mil veintitrés al ser exhibidas por el representante legal de la moral ya mencionada.
En ese sentido, al considerar, que este Tribunal ya contaba con información sobre el hecho en cuestión y a efecto de evitar la producción de evidencia innecesaria por referirse a diversas pruebas, que acreditaran lo mismo, dentro del juicio que nos ocupa e impedir que el detenimiento en su desahogo, provocara mayores demoras y pérdidas indebidas e innecesarias a las partes, y ante la imposibilidad material de notificar al testigo **********  y que este rindiera testimonio, se determinó no desahogar la prueba testimonial a su cargo ofertada por la autoridad demandada, por las consideraciones antes vertidas. 
Por último, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se señalaron las once horas del veinticuatro de enero de dos mil veinticinco, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita; fecha y hora en que se llevaría a cabo el desahogo de las pruebas de inspección admitidas en autos a las partes del juicio.

XVIII.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, con la asistencia del autorizado de la parte actora licenciado **********, así como también del delegado de la autoridad demandada, licenciado **********; en seguida el Secretario de Acuerdos, dio cuenta con el oficio sin número signado por **********, en su carácter de encargado de la Subdirección de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el veintitrés de enero de dos mil veinticinco, mediante el cual interpuso Recurso de Reclamación en contra del auto de catorce de enero del año en curso y atento a su contenido se desechó de plano el citado Recurso Intentado por la autoridad demandada por las razones expuestas en el auto controvertido; el Secretario de Acuerdos, dio cuenta del escrito de demanda y de ampliación, así como también del escrito de contestación a la demanda inicial y al de ampliación a la misma, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; enseguida se procedió al desahogo de las  Inspecciones admitidas en autos de seis de noviembre del dos mil veintitrés y veinte de febrero del dos mil veinticuatro el domicilio del actor, que fue ofrecida por la autoridad demandada, quedando agregado el desahogo de la misma, a foja , 1666 a la 1668 por el lado anverso y reverso de autos; en etapa de alegatos, se dio cuenta con los que por escrito formularon las partes; se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia relacionada con la resolución negativa ficta recaída a una instancia, en la que se solicitó la terminación anticipada del contrato de obra pública ********** y la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente, a una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción (Servicios de Salud de San Luis Potosí, Organismo Descentralizado de la Administración Pública Estatal), y en virtud de que el accionante manifiesta y acredita haber presentado escrito dirigido a la Dra. **********  entonces Directora General de Servicios de Salud del Estado,  a fin de que se diera por terminado de manera anticipado el contrato de obra pública antes citado y se citara para el finiquito correspondiente  sin obtener respuesta expresa alguna.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el caso comparece a juicio inicialmente el C. **********, en su carácter de representante Común de las personas morales denominadas **********y **********,  lo cual acredita con el convenio privado de participación conjunta; 
Asimismo comparecieron **********, en su carácter de representante legal de la persona moral “**********, y **********, en su carácter de representante legal de la persona moral “**********, quienes para acreditar su personalidad para comparecer a juicio, exhibieron el **********, y el diverso instrumento **********con ejercicio en esta ciudad capital; dichos comparecientes solicitaron se les tuviera por propios y reconocidos todos y cada uno de los puntos del escrito inicial de demanda que presento **********, así como también solicitaron se les tuviera como representante común de ambas sociedades al C. **********; documento visible a fojas 55 a la 66 y 74 a la 96 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Las personas morales en cita vienen  a impugnar la negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha 4 cuatro de diciembre del dos mil diecinueve, con sello de recepción de los Servicios de Salud de la misma fecha, mediante el cual solicito la terminación anticipada del contrato de obra pública **********y la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente.
En ese sentido esta Sala considera que el interés jurídico de la Parte Actora, se encuentra plenamente acreditado con las documentales consistentes en:
a) Copia certificada del contrato de prestación de servicios denominado “CONTRATO DE OBRA PUBLICA A PRECIO ALZADO NO **********” celebrado entre las empresas hoy actoras por conducto de su **********, en su carácter de representante Común de las personas morales denominadas ya señaladas  y la demandada por conducto de su Director General **********, el día 21 veintiuno de enero del 2014 dos mil catorce; el cual obra agregado a fojas de la 25 a la 47 en copia simple y 1355 a la 1377 en copia certificada, de cuyo contenido se desprende que la rúbrica de quienes intervinieron en su celebración y al que se le concede valor probatorio pleno conforme a lo previsto en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haberse formulado objeción por la contraparte.

b) Factura serie/folio **********, con folio fiscal **********la que obra agregada a foja 572 y 573 de autos, de la que se desprende que fue expedida el 10 diez de abril del 2015 dos mil quince, por la cantidad de **********que se le concede valor probatorio pleno conforme a lo previsto en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haberse formulado objeción por la contraparte.

c)  Factura serie/folio **********, con folio fiscal **********, de la que se desprende que fue expedida el 10 diez de abril del 2015 dos mil quince, por la cantidad de **********; documento que obra agregado a fojas 574 y 575 de autos y que merece valor probatorio pleno conforme a lo previsto en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haberse formulado objeción por la contraparte.

d) Escrito presentado por el representante legal de la accionante al Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública Estatal, Servicios de Salud del Estado, con sello de acuse de recibo del día 4 cuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve, visible a foja 23 y 24 del expediente de las que se desprende con claridad que el C. **********, formuló instancia ante la Autoridad Demandada solicitando la terminación anticipada del contrato de obra pública **********y la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente; de ahí que con el referido ocurso se acredita que el actor formuló la instancia respecto del cual recayó la negativa ficta materia de estudio en este expediente. 

De dichas documentales, se desprende con claridad que las personas morales actoras, previa adjudicación de la obra pública en cuestión, suscribieron el contrato de obra pública a precio alzado NO. **********, con la entidad pública Servicios de Salud.

Por tanto, es incuestionable que el C. **********, como **********, en su carácter de representante legal de la persona moral citada en primer lugar y **********, en su carácter de representante legal de la segunda; detentan interés jurídico para controvertir en el presente Juicio Contencioso Administrativo el acto impugnado, a lo cual esta Juzgadora estima oportuno precisar que constituyen cuestiones diversas que deberán de estudiarse posteriormente en el presente fallo: 1) si efectivamente se configuró la resolución negativa ficta que debate la parte actora; y en caso de que sí se hubiera configurado; 2) resolver sobre la legalidad de esa resolución negativa ficta recaída a su ocurso; y 3) analizar la procedencia de su pretensión.
Por su parte la autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo descentralizado Servicios de Salud, compareció por conducto del licenciado **********en su carácter de Director General de Servicios de dicho Organismo, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor, el cual obra agregado a fojas 118 de autos y merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I del Código antes citado.
TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad –previo análisis sobre su configuración- de la resolución ficta consistente en:

la negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha 4 cuatro de diciembre del 2019 dos mil diecinueve, y presentado ante la demandada el mismo día;  mediante el cual, el representante común de las empresas demandantes, solicito: 1) La terminación anticipada del contrato de obra pública ********** y, 2) la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente.
Por tanto, la litis planteada en este Juicio es la resolución negativa ficta que se configura respecto de la petición presentada por la parte demandante mediante la cual solicita 1) La terminación anticipada del contrato de obra pública ********** y, 2) la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente, según constancia visible de la foja 23 y 24 del expediente en el que se actúa, valorada con anterioridad; en virtud de lo cual este Tribunal deberá pronunciarse en torno a la legalidad de la negativa a lo solicitado por parte actora, considerando para ello las constancias que integran el presente expediente y presunciones legales que resulten aplicables.

Así mismo se precisa que en la ampliación de la demanda la parte actora endereza argumentos tendientes a controvertir la resolución de 13 de noviembre del 2015, mediante la cual se determinó la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado No. ********** y niega la existencia del finiquito que señala la autoridad. 
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o    no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que la autoridad demandada hace valer la extemporaneidad de la demanda respecto de la resolución de fecha trece de noviembre de dos mil diecisiete, en la que se resolvió la rescisión del Contrato de obra pública a precio alzado No. **********, al señalar al efecto que respecto a lo señalado por la actora en el sentido de que caducaron las facultades de la autoridad para emitir la resolución de 13 de noviembre de 2017 debió hacerse valer en sede administrativa mediante un juicio de nulidad, dentro del plazo de los 30 días siguientes a que tuvo conocimiento de la resolución y que la empresa en ningún momento niega haber recibido la notificación de la resolución: Que el 13 de noviembre de 2017 se notificó la resolución de la misma fecha en el domicilio calle ********** que dicha notificación la ********** e intervino en diversos actos inherentes al contrato, como personal administrativo de las personas morales.
En ese tenor, se estima que le asiste la razón a la autoridad demandada y que se actualiza la causal de improcedencia prevista por el artículo 228, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, en contra de actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por estos últimos, aquellos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señale el Código; de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.


En principio debe decirse que el C. ********** en su calidad de representante común de las empresas actoras al ampliar su demanda realiza argumentos tendientes a controvertir la resolución de 13 de noviembre del 2017, que determina la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado No. ********** Por su parte la demandada sostiene que se encuentra fuera de termino para controvertir la resolución que determina la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado, antes citado, ya que la misma le fue notificada desde el 13 de noviembre del 2017 y que la empresa en ningún momento niega haber recibido la notificación de la resolución.
En ese tenor para dilucidar la oportunidad de la demanda, en principio conviene tener en cuenta el contenido de los artículos 24 fracción I, inciso a) y 228 fracción IV, del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí, que en la parte que interesa, dicen:

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

 (…)”

.

"ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el tribunal contra actos:

"...”

"IV. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por estos últimos, aquellos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señale este Libro."

Del contenido literal del numeral 24 fracción I, del mismo Ordenamiento legal, se deduce que el plazo para ejercitar la acción de nulidad es de treinta días hábiles, cuyo cómputo inicia bajo tres hipótesis a saber: a) A partir del día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; b) A partir del día siguiente al en que el quejoso haya tenido conocimiento de los actos reclamados o de su ejecución; y c) A partir del día siguiente al en que el quejoso se hubiera ostentado sabedor de los referidos actos. 

De lo anterior se colige, que el cómputo del plazo para la interposición de la demanda de nulidad, deberá efectuarse por regla general a partir del día siguiente al en que al quejoso le haya sido notificada la resolución reclamada; al en que el particular tuvo conocimiento del acto reclamado o de su ejecución, ello, cuando no exista constancia de notificación del acto reclamado al quejoso por parte de la autoridad responsable; o bien, cuando existiendo tal constancia de notificación, aparezca probado fehacientemente que con anterioridad, el quejoso tuvo conocimiento del acto que reclama o de sus actos de ejecución. 

Es importante mencionar que del artículo 228, fracción IV, del citado ordenamiento legal se advierte que la consecuencia jurídica de promover el juicio de nulidad fuera de los plazos a que se refiere el artículo 24 del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí, es precisamente que ese medio de impugnación resulte improcedente por extemporáneo, lo que, sin lugar a dudas, se traduce en una excepción a la procedencia del juicio contencioso administrativo como mecanismo de acceso al derecho fundamental de impartición de justicia, consagrado en el numeral 17 constitucional, al no haberse ejercitado la acción del juicio de nulidad dentro del término legal que al efecto se establece en la ley.

De modo que si dicha causal de improcedencia se sustenta en el hecho de que el particular afectado consintió la resolución o acto administrativo impugnado, al no promover el juicio de nulidad dentro del plazo que para tal efecto prevé la ley, entonces, por principio de seguridad jurídica, el conocimiento de ese acto o resolución, que servirá de base para el cómputo del plazo, debe quedar plenamente demostrado, a fin de que se tenga la certeza del momento a partir del cual estuvo en posibilidad de impugnarlo, de otra manera, no encuentra cabida la improcedencia del juicio por consentimiento del acto, ante la falta de certidumbre del conocimiento de la resolución impugnada, de ahí que, dadas las reglas que rigen el juicio contencioso administrativo, el conocimiento de la resolución o acto administrativo que debe servir de base para realizar el cómputo del plazo para promover aquél, debe quedar plenamente demostrado, en aras de garantizar los derechos de defensa y acceso a la justicia del particular afectado.

Es decir, que la notificación y/o el conocimiento de la resolución o acto administrativo que debe servir de base para realizar el cómputo del plazo para promover el juicio administrativo de nulidad, debe quedar plenamente demostrado, en aras de garantizar los derechos de defensa y acceso a la justicia del particular afectado y, por ello, cualquier indicio o presunción no sería suficiente para estimar probada plenamente la circunstancia de que tuvo tal conocimiento o se llevó a cabo la notificación legal correspondiente, sobre todo, cuando de éste puede derivar la improcedencia del referido juicio, que al constituir una excepción al derecho de acceso a la justicia, es indispensable que se demuestre de manera fehaciente; de ahí que en función de la finalidad y los efectos jurídicos que pudieran derivarse, debe existir certeza de que el particular destinatario del acto a notificar, efectivamente tuvo conocimiento del mismo, en se debe observar el cumplimiento de los requisitos formales establecidos en la Ley de la materia, conforme al principio de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos. 
Ahora bien, en el caso se tiene que la autoridad demandada al producir su contestación de demanda señala que la resolución de fecha 13 de noviembre de 2017, en la que se determinó la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado No. **********, le fue notificada a la persona moral demandante, en el domicilio ubicado en Calle ********** habiendo firmado dicha notificación **********, quien fue designada por ********** e intervino en diversos actos inherentes al contrato como personal administrativo y al efecto para sustentar su afirmación exhibió la documental cuya imagen enseguida se inserta.  
(Imagen digitalizada)
Dicha documental obra en autos a fojas 179 de autos y merece valor probatorio pleno de su existencia de conformidad con lo señalado en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el estado, y de su contenido se advierte que dicha documental se encuentra dirigida al Ing **********, Representante Legal **********., Calle **********, que se hizo constar que siendo las 13:00 horas, con 59 minutos del día trece de noviembre de dos mil diecisiete, el Lic. **********, adscrito a la Subdirección Jurídica de la Dirección de Servicios de Salud  del Estado, llevo a cabo la diligencia de notificación con quien dijo llamarse **********, quien se identificó con licencia de manejo no. **********, del Estado de Guerrero, a quien señala se le notificó original con firma autógrafa la resolución definitiva del procedimiento de inicio de rescisión administrativa del contrato de obra pública a precio alzado No. **********, que consta de siete fojas útiles de fecha 13 de noviembre del 2017.
Así también se advierte, que la parte actora al momento de ampliar la demanda, no realizó argumento alguno tendiente a desvirtuar o controvertir la constancia de notificación exhibida por parte de la autoridad demandada; por lo que derivado de las anteriores consideraciones, es que se tiene como fecha de conocimiento del acto impugnado por la actora, el día 13 trece de noviembre del 2017 dos mil diecisiete.

Por tanto para efectuar el cómputo de los treinta días para la presentación de la demanda  a que se refiere el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se debe atender a esa fecha, 13 trece de noviembre del 2017 dos mil diecisiete, por lo cual, la notificación surtió efectos el día siguiente y el termino para la interposición de la demanda de nulidad inicio el día 15 quince del mismo mes y año conforme a la  hipótesis prevista en el numeral 24 fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establecen el plazo de treinta días para promover el juicio de nulidad; el cual debe computarse a partir del día siguiente al en que el afectado haya tenido conocimiento del acto impugnado.
Es decir   el término para la interposición de la demanda que en este acto se resuelve empezó el miercoles 15 quince de noviembre incluyendo los días; jueves 16, viernes 17, martes 21, miércoles 22, jueves 23, viernes 24, lunes 27, martes 28, miércoles 29 y  jueves 30  del mes de noviembre; y del mes de diciembre, los días; viernes 01, lunes 04, martes 05, miércoles 06, jueves 07,  viernes 08, lunes 11, miércoles 13, jueves 14, viernes 15, y del mes de enero del 2018 los días miércoles 03, jueves 04, lunes 08, martes 09, miércoles 10, jueves 11, viernes 12, lunes 15, concluyendo el lunes 15 de enero del 2018 dos mil dieciocho, excluyendo los sábados y domingos que mediaron  y los días inhábiles de conformidad con lo previsto en el artículo 15 del citado código.
Así bien, según se advierte del sello que obra en la parte superior del escrito de demanda se presentó el 10 diez de agosto del 201 dos mil veintiuno y el escrito de ampliación de demanda que obra agregado a fojas 193 a la foja 201 de este expediente, se presentó el 03 tres de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, en la oficialía de partes de este Tribunal, por tanto, es indudable que desde que se presentó el escrito inicial de demanda se encontraba fuera del término de los treinta días para impugnar el acto consistente en la resolución de fecha 13 de noviembre de 2017, en la que se determinó la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado No. **********. 
En ese tenor procede el sobreseimiento del presente juicio, pues la accionante no intentó oportunamente el Juicio Contencioso Administrativo, dentro del término establecido en el artículo 24 fracción I, inciso b) del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí.

Con base en lo anterior, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el numeral 228 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado, únicamente respecto del acto consistente en la resolución de fecha 13 de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, en la que se determinó la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado No. **********, en razón de que respecto del citado acto, se consintió por la parte demandante, ya que contra la notificación de dicho acto, no se intentó el Juicio Contencioso Administrativo dentro el termino establecido por el artículo 24 fracción I, inciso b) del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí, conclusión a la que se arriba, partiendo de la convicción que en este sentido se genera, por el hecho de que obran en autos elementos de prueba de los que se desprende que la hoy demandante, tuvo conocimiento del acto impugnado  con fecha 13 de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, y  haber presentado su demanda inicial la actora ante este Tribunal, el 10 diez de agosto del 2021 dos mil veintiuno y el escrito de ampliación de demanda que obra agregado a fojas 193 a la foja 201 de este expediente, el 03 tres de noviembre de 2021 dos mil veintiuno, cuando había transcurrido en exceso el termino previsto en el artículo 24 fracción I, inciso a) del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí, es por lo que resulta procedente declarar el sobreseimiento del presente juicio únicamente por lo que respecta al acto consistente en la resolución de fecha 13 de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, en la que se determinó la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado No. **********, por consentimiento del acto impugnado, con fundamento en los artículos 228  fracción VI y 229 fracción lI, ambos del citado Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí.

Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis Jurisprudencial emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Materia(s): Común, Novena Época, Tomo: II, Agosto de 1995, Tesis: VI.2o. J/21, Página: 291.

“ACTOS CONSENTIDOS TACITAMENTE.

Se presumen así, para los efectos del amparo, los actos del orden civil y administrativo, que no hubieren sido reclamados en esa vía dentro de los plazos que la ley señala…”

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora se localizan en la foja 6 a la 12 del escrito inicial de demanda y de la foja 194 a la 300 del escrito de ampliación de demanda, dentro del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
“Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En virtud del tipo de Litis planteada en el presente juicio contencioso administrativo, por cuestión de método, la suscrita Magistrada procede primero a determinar si se ha configurado o no la negativa ficta que impugna el demandante –existencia del acto debatido- y de configurarse, proceder a analizar sobre su legalidad.

Establecido lo anterior, para resolver si en el caso se configura la negativa ficta impugnada, es necesario analizar lo siguiente: A.1. La figura jurídica de la negativa ficta; A.2. La interpretación de los dispositivos legales de la legislación estatal aplicable relacionados con la negativa ficta; y A.3. La configuración o no de la negativa ficta a raíz del estudio de las constancias que integran el expediente en que se actúa.

A.1. La figura jurídica de la negativa ficta.

Al respecto, debe precisarse que el artículo 8°, de la Constitución Federal establece que los funcionarios y empleados públicos deben respetar el ejercicio del derecho de petición, siempre que se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa, y que a toda petición debe recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer al solicitante en breve término.

Dicho precepto es el fundamento constitucional del derecho de petición que, en esencia, se traduce en la prerrogativa del gobernado de formular solicitudes o peticiones a los entes de gobierno, por escrito, de manera pacífica y respetuosa, respecto de negocios o aspectos que sean de su interés, debiendo la autoridad resolverla y hacer del conocimiento del interesado la respuesta respectiva en breve término.

La omisión o falta de respuesta a dicha petición genera en muchas ocasiones la promoción de diversos medios de defensa, por lo general, del juicio de amparo indirecto, competencia de los Jueces de Distrito, a quienes acuden los gobernados a solicitar la protección de la Justicia Federal, a fin de que la autoridad responsable, o sea, a quien se dirigió la petición, la resuelva con motivo de una eventual concesión de amparo.

Es importante precisar que la procedencia de la pretensión en la hipótesis comentada se funda en el derecho del gobernado de exigir una respuesta por parte del ente de gobierno a quien dirigió su petición, o sea, en la existencia del derecho fundamental contenido en el artículo 8° constitucional.
Esa falta de respuesta es lo que en la doctrina y en la jurisprudencia se conoce como silencio administrativo, cuya consecuencia inmediata y directa, como su denominación lo indica, es la ausencia de respuesta del ente a quien se dirigió cierta petición.
De esa manera, al silencio administrativo no se le puede atribuir, en principio, algún sentido de respuesta, justamente porque se trata de un silencio o ausencia de respuesta por parte del ente a quien se dirigió la petición.

Cabe destacar, que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 51/98, cuyo tema central consistía en determinar la procedencia del juicio de amparo contra la falta de respuesta a una petición que también pudiera generar una resolución negativa ficta, dio noticia de que la complejidad de relaciones derivadas de la actividad atribuida a la administración pública, ha originado la creación, reconocimiento y existencia de derechos y obligaciones recíprocos entre las autoridades y los gobernados, los cuales deben ser protegidos por el orden jurídico con la finalidad de salvaguardar la seguridad jurídica.

Precisó la Segunda Sala que para garantizar la legalidad de las relaciones entre esos sujetos, se han establecido diversas instituciones de control, tal como el derecho de petición, previsto en el artículo 8o. constitucional, que no se limita a la posibilidad de solicitar algo a la autoridad, sino que se complementa con la obligación del ente de gobierno de dar respuesta; de modo que bien se puede denominar derecho de respuesta, o mejor dicho, derecho de recibir respuesta, pues la Constitución reconoce el derecho del particular a exigir jurídicamente que la autoridad responda la petición formulada. De esa manera, se estableció que, en términos generales, el derecho de petición se refiere al requerimiento que hace el gobernado para que la autoridad, de modo congruente, atienda y resuelva por escrito su solicitud.

Agregó esa Segunda Sala, que la riqueza del derecho de petición se manifiesta al constatar que sus diversas modalidades originan las más variadas formas de relación institucional entre gobernantes y gobernados, pues además de ser sustento de gran parte de esas relaciones jurídicas, constituye el mecanismo por el cual, los particulares realizan toda clase de trámites frente a las autoridades y accionan a los órganos del Estado, a fin de obtener una respuesta en breve término.

La contradicción de criterios comentada, dio origen a la tesis de jurisprudencia 2a./J. 136/99, de esa Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, diciembre de 1999, página 245, cuyo rubro y contenido se reproduce a continuación:

 “PETICIÓN, DERECHO DE. NO DEBE SOBRESEERSE EN EL JUICIO CON BASE EN QUE EL SILENCIO DE LA AUTORIDAD CONSTITUYE UNA NEGATIVA FICTA.- Cuando se reclama en amparo la violación al derecho de petición consagrado en el artículo 8o. constitucional, no es procedente sobreseer en el juicio con base en que el silencio de la autoridad constituyó una negativa ficta, por las razones siguientes: 1) porque la aludida garantía constitucional no puede quedar suspendida por la creación o existencia de figuras jurídicas (como la negativa ficta) que la hagan nugatoria, pues ello equivaldría a limitarla, restringirla o disminuirla y a condicionar su vigencia a lo que dispongan las leyes secundarias; 2) porque la negativa ficta es una institución que, por sus características peculiares, es optativa para los particulares, la cual, por surgir debido al transcurso del tiempo, sin respuesta específica y por escrito de la autoridad a la que se planteó la solicitud, no puede satisfacer el objeto primordial que se persigue con la garantía que tutela el artículo 8o. constitucional; y 3) porque el Juez de amparo no puede prejuzgar sobre cuál es el medio de defensa con que debe ser impugnado el silencio de la autoridad, cuando precisamente se le está pidiendo que obligue a esa autoridad a dar una respuesta, como lo exige el artículo constitucional invocado. Lo anterior, sin perjuicio de que cuando el particular optó por impugnar la resolución ficta, ya no puede, válidamente, exigir contestación expresa, pues en tal supuesto clausuró su derecho de petición.

Contradicción de tesis 51/98. Tesis de jurisprudencia 136/99. 

(Énfasis añadido)

Conforme a lo expuesto, el ejercicio del derecho de petición que puede generar el silencio administrativo se ha constituido como un medio a través del cual se relacionan los gobernantes y gobernados, quienes ante la falta de respuesta a su petición pueden acudir a los órganos judiciales y/o jurisdiccionales competentes a reclamar su respuesta, justamente al amparo del derecho contenido en el artículo 8° Constitucional.

Aquí cabe precisarse, que la figura de negativa ficta, generalmente ha sido interpretada por nuestro más alto Tribunal, a raíz de lo establecido por el artículo 37, del Código Fiscal de la Federación, el cual establece:

 “Artículo 37.- Las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberán ser resueltas en un plazo de tres meses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente e interponer los medios de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte la resolución, o bien, esperar a que ésta se dicte.

El plazo para resolver las consultas a que hace referencia el artículo 34-A será de ocho meses.

Cuando se requiera al promovente que cumpla los requisitos omitidos o proporcione los elementos necesarios para resolver, el término comenzará a correr desde que el requerimiento haya sido cumplido.”

El primer párrafo de la disposición transcrita es claro, al establecer que las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deben ser resueltas en el plazo de tres meses, transcurrido el cual, sin que se haya notificado resolución alguna, se entenderá que lo pedido se negó, esto es, que la solicitud se resolvió en sentido negativo, pudiendo el interesado promover en cualquier tiempo los medios de defensa que considere procedentes, siempre y cuando no se haya dictado la resolución, o bien, optar por esperar a que se emita.

Tal precepto constituye el fundamento legal de la institución jurídica denominada negativa ficta, por virtud de la cual, se considera que la autoridad fiscal niega fictamente lo solicitado por un particular. Es decir, por una ficción jurídica aplicable ante la omisión de resolver una solicitud, se considera que la autoridad fiscal ha negado lo pedido.

En la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 88/2004, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación interpretó el mencionado artículo 37, en el sentido de que prevé un derecho de los particulares íntimamente vinculado con el de petición contenido en el diverso 8°, constitucional, y que la actualización de la ficción jurídica que regula está condicionada a la concurrencia de diversos requisitos indispensables, bastando la ausencia de uno para considerar que no se configura.

Esos requisitos son: que el particular formule una instancia o petición a alguna autoridad fiscal o administrativa, que el ente omita resolver lo solicitado por más de tres meses y que una vez transcurrido ese lapso y antes de que se resuelva, el particular impugne dicha ficción, al considerar que se ha contestado negativamente su instancia o petición.

En resumen, dijo la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que para que surta plena vigencia lo dispuesto en el artículo 37, del Código Fiscal de la Federación, es indispensable que el origen del silencio administrativo de que se trate sea la ausencia de respuesta expresa de la autoridad a una promoción del particular, pues de esa manera existe congruencia con el efecto que produce esa abstención, esto es, considerar desestimada o denegada la pretensión.

La ejecutoria en comento dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 118/2004, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, septiembre de 2004, página 108, cuyo rubro y contenido se reproducen a continuación:

ADUANAS. NO HAY NEGATIVA FICTA POR EL SILENCIO ADMINISTRATIVO EN EL PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN DE OFICIO QUE SE SIGUE CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 153 Y 155 DE LA LEY CORRESPONDIENTE.- Conforme al artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, las autoridades administrativas y fiscales deben resolver las instancias o peticiones que se les formulen y hacer del conocimiento del interesado la resolución correspondiente en un plazo de tres meses; además, acorde con los artículos 153 y 155 de la Ley Aduanera, resolverán los procedimientos que hubieren iniciado de oficio, en ejercicio de sus facultades de comprobación, en un plazo de cuatro meses y cuando las autoridades no resuelvan dentro de los plazos máximos señalados, se actualiza el silencio administrativo. Sin embargo, no opera la negativa ficta en el procedimiento que la autoridad inició de oficio, toda vez que, en este supuesto, no media una solicitud del particular, sino que el procedimiento se instruye por la autoridad hasta su conclusión, conforme al ordenamiento jurídico de la materia y con la finalidad del interés general que lo motiva. Lo anterior es así, ya que si lo que pretende el citado artículo 37 es que una persona por el acto que inició se encuentra en aptitud, una vez superado el plazo legal sin tener respuesta o resolución alguna, de promover el o los medios de defensa que considere pertinentes en contra de la resolución negativa ficta, a fin de que no quede en estado de indefensión e incertidumbre jurídica, es inconcuso que este objetivo no prevalecería en el caso de un procedimiento de revisión que a iniciativa de la autoridad administrativa se instaura, puesto que ello se traduciría en que aquélla se denegara o desestimara a sí misma la facultad de la revisión de oficio a través de una resolución negativa ficta.

Contradicción de tesis 88/2004-SS. Tesis de jurisprudencia 118/2004. 

(Énfasis propio)

Conforme a lo expuesto, para diferenciar entre el silencio administrativo y las resoluciones fictas, en específico, la negativa ficta se debe acudir a la ley para verificar si a la petición de que se trate el legislador le otorgó o no una consecuencia ficta, esto es, si la ley aplicable prevé que la omisión de la autoridad de dar respuesta a una petición debe ser sustituida o no por una ficción legal, a fin de considerarla resuelta en sentido positivo o negativo.

A la par de ese análisis y de los demás requisitos establecidos por el máximo órgano jurisdiccional de nuestro país, en los precedentes comentados, también debe examinarse el fondo de lo pedido, o sea, la sustancia de la solicitud, a fin de establecer si atendiendo a su naturaleza y finalidad puede o no ocasionar una resolución ficta.

La necesidad de examinar la sustancia de la petición atiende a dos razones:
1.- En razón de que las leyes prevén diversas instituciones que no necesariamente son aplicables a todas las demás que regulan. En efecto, es por todos sabido que los instrumentos jurídicos pueden ser tan complejos que prevén instituciones que son aplicables a algunas otras que regulan, pero no a todas, justamente atendiendo a la diversidad de aspectos que desarrollan. De ahí la necesidad de determinar en qué supuestos se aplica determinada institución y en cuáles no, porque, se reitera, no todas las instituciones jurídicas que regulan un ordenamiento son aplicables a todas las demás que prevé. Sólo a partir del análisis del fondo de la solicitud planteada por el particular, se estará en condiciones de determinar si es posible o no la actualización de una resolución negativa ficta.

2.- De las razones que justifican el análisis de la sustancia de lo pedido atiende a una cuestión práctica, pues como dijo la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la creación y reconocimiento en la ley de ficciones legales, como la afirmativa y negativa fictas, permite que no se estanquen las relaciones sociales; de modo que el particular pueda considerar concedida o denegada su petición, según sea el caso y, eventualmente, hacer uso de los medios legales previstos en las leyes aplicables. Si esa cuestión práctica no se actualiza, o, incluso, se pretende utilizar en detrimento de las demás instituciones reconocidas en el sistema jurídico nacional, es claro que no puede configurar una resolución ficta.

De esta manera, para que se configure la negativa ficta no basta que el particular realice una petición a la autoridad, que ésta omita resolverla en el plazo de ley y que el interesado la impugne ante el Tribunal Administrativo, sino también es indispensable que la aplicación de esa institución sea acorde con el fondo de lo pedido y con la razón práctica que motivó su reconocimiento y regulación.

Sostener lo contrario, esto es, que la resolución negativa ficta se configura por el solo hecho de que el particular realice una solicitud a la autoridad, que ésta no la resuelva en el plazo de ley y que la impugne como tal, sería tanto como dejar al arbitrio de los gobernados la actualización y aplicación de esa institución, independientemente de si es acorde o no con el fondo de lo pedido y con su finalidad práctica.

En resumen, para determinar si en un caso de estudio se actualiza o no una resolución negativa ficta, en términos de la disposición legal aplicable en su caso, es necesario conocer:

1. Si el particular formuló una instancia o petición a alguna autoridad fiscal o administrativa.

2. Si el ente incitado omitió resolver la petición o solicitud en el plazo de tres meses.

3. Si la ley prevé como consecuencia de ese silencio la actualización de una respuesta ficta, la cual es acorde con la sustancia de lo solicitado y con la finalidad práctica para la que se instituyó y reconoció.

4. Si el interesado la impugnó a través de los medios de defensa procedentes.

A.2. La interpretación de los dispositivos legales de la legislación estatal aplicable relacionados con la negativa ficta. 

Una vez desarrollado en el apartado anterior el análisis de la figura jurídica de la negativa ficta, en la especie, debemos allegarnos del contenido de los artículos relativos a dicha figura en la legislación estatal aplicable al juicio contencioso administrativo que intentó la parte actora. 

Así, como se señaló en este fallo, el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es el ordenamiento legal que regula como se substanciaran y resolverán los juicios que se promuevan ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para el Estado de San Luis Potosí –de conformidad con lo establecido en el primer párrafo, del artículo 217, de ese Código-; en su numeral 3, fracción XVI, define a la negativa ficta como la figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por ese Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular.

Por lo tanto, en relación con lo anterior, es necesario tener presente el artículo 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mismo que se reproduce a continuación:

“ARTÍCULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”

(Énfasis propio)

Del artículo trasunto, se desprende que salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no puede exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. Asimismo, señala que transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.

Es decir, el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, si establece la existencia de la negativa ficta, la cual se entenderá que si en el plazo de tres meses la dependencia o entidad no resuelve lo que corresponda, se entenderá que lo realizó en sentido negativo. 

En primer orden, se estima conveniente reiterar que de conformidad con lo establecido en los ordinales 3, fracción XVI, y 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí -ambos reproducidos anteriormente-, debe entenderse la figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro del plazo correspondiente, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado, así como que -salvo que no se establezca un plazo en específico- no podrá exceder de tres meses el tiempo para que se resuelva lo que corresponda en torno a la solicitud. 

Asimismo, debe destacarse que el artículo 7, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí -reproducido anteriormente-, establece que dicho órgano conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas y/o actos administrativos o procedimientos que se configuren por negativa ficta. 

Concomitante a lo anterior, es menester reproducir diversos preceptos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
 “ARTÍCULO 1º. El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.” 

“Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos. El procedimiento contencioso en materia de impartición de la justicia administrativa será competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en términos de su respectiva ley orgánica.”

De una correcta intelección de los reproducidos preceptos legales se desprende que la referida codificación es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 

Ahora, en el caso que ocupa nuestra atención, el accionante demanda la nulidad de una negativa ficta, recaída al escrito que presentó el **********, en el que solicitó la terminación anticipada del contrato de obra publica a precio alzado No. ********** y citar para la formulación y pago del finiquito.

De ahí que, en la especie, deba considerarse que lo reclamado por el demandante en la controversia de génesis, encuadra en la hipótesis normativa de la negativa ficta genérica a que se refiere la fracción XIII del artículo 7 de la citada Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que establece textualmente lo siguiente:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

…

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias…”

Definido lo anterior, se reitera que en las disposiciones estatales aplicables a este juicio contencioso administrativo, se encuentra regulada la figura de negativa ficta, por lo que es necesario para determinar si en un caso en estudio se actualiza o no una resolución negativa ficta, en términos de la disposición legal aplicable en su caso, para lo cual es necesario conocer:

1. Si el particular formuló una instancia o petición a alguna autoridad fiscal o administrativa.
2. Si el ente incitado omitió resolver la petición o solicitud en el plazo de tres meses.
3. Si la ley prevé como consecuencia de ese silencio la actualización de una respuesta ficta, la cual es acorde con la sustancia de lo solicitado y con la finalidad práctica para la que se instituyó y reconoció. Respecto de este punto, cabe señalarse que ya se estudió y desarrolló anteriormente, a partir de lo establecido en el artículo 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado, el cual contempla la existencia de la negativa ficta, en el sentido de que si en el plazo de tres meses la dependencia o entidad no resuelve lo que corresponda, se entenderá que lo realizó en sentido negativo.
4. Si el interesado la impugnó a través de los medios de defensa procedentes.

A.3. La configuración o no de la negativa ficta a raíz del estudio de las constancias que integran el expediente en que se actúa.

En ese contexto, el accionante en su escrito inicial de demanda, señala que demanda la negativa ficta respecto del ocurso que le presentó a la demandada el día **********,**********mismo que a la fecha de la presentación de la demanda no se le había dado respuesta alguna. Aunado a lo anterior, adjuntó a su escrito inicial de demanda el acuse correspondiente de dicho ocurso. Con lo anterior se acredita que las empresas denominadas ********** por conducto de su representante común el C. **********, sí formuló una instancia o petición. Misma que se digitaliza a continuación:
(Imagen digitalizada) 

En ese tenor dentro las constancias que obran en autos se encuentra la petición formulada por la parte accionante al Director de Administración del Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública Estatal, Servicios de Salud del Estado; la cual se encuentra visible a fojas 23 y 24, en virtud de haber sido exhibida por la parte actora, y en la que se advierte que tiene plasmado el sello de la Oficialía de partes en fecha cuatro de diciembre de dos mil diecinueve; con lo que se corrobora lo expresado por la parte actora, en el sentido de que mediante escrito presentado el **********, solicito a la autoridad demandada la terminación anticipada del contrato de obra pública a precio alzado No. ********** y citar para la formulación y pago del finiquito; lo que justifica el hecho relativo a la recepción por la mencionada dependencia de la petición planteada por el aquí actor. 
En cuanto al segundo de los elementos, que se traduce en la omisión de responder, se trata de un hecho negativo, que por tanto la carga de la prueba corresponde a la autoridad demandada y no a la Actora, ello, de acuerdo a lo que dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, de acuerdo a lo que dispone el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, de lo que sigue que corresponde a las Autoridades demostrar que existe una resolución expresa debidamente notificada, de modo que acredite que no se actualizó la hipótesis de omisión de respuesta, ya que este es un hecho positivo; sin embargo, en la contestación de demanda, la autoridad demandada, no refiere la existencia de una resolución debidamente notificada a la parte Actora previamente a la presentación de la demanda.

La enjuiciada al momento que dio contestación a la demanda, no adjuntó una resolución expresa recaída a dicho ocurso que le haya sido notificada a la parte actora antes de la presentación de la demanda; lo que se corrobora con lo expresamente precisado por la enjuiciada al contestar la demanda, al señalar que la solicitud formulada por la actora es inoperante e inatendible, toda vez que el contrato a precio alzado fue rescindido mediante reso9lucion del trece de noviembre del dos mil diecisiete, contenida en el oficio **********; y de la revisión realizada por esta Juzgadora al acuse que exhibió la demandante de su ocurso de petición, se advierte que efectivamente fue presentado ante la autoridad demandada el día ********** y la demanda que dio origen a este juicio contencioso administrativo fue presentada hasta el cuatro de agosto del dos mil veintiuno, de ahí que no fue acreditado por parte de la autoridad al dar contestación al escrito inicial de demanda que haya contestado la petición que le fue hecha, habida cuenta que no exhibió documento alguno durante el procedimiento del que se desprendiera una contestación expresa que recayera a dicha instancia y que le haya sido notificada debidamente; circunstancia que acredita el segundo de los elementos.
Por lo  que se refiere al tercero y cuarto de los elementos para configurar la negativa ficta, que en ese orden son el normativo relativo al plazo legal para contestar la instancia formulada, y que esto tenga como consecuencia legal la negación de lo pedido, tales elementos se encuentran en el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dispone, no podrá exceder de tres meses el plazo para que una dependencia o entidad resuelva lo que corresponda y que transcurrido dicho plazo, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente.
Una vez establecido que en el presente juicio, sí se configura la Resolución negativa ficta impugnada, lo procedente es estudiar su legalidad o no; lo que se realizara en el siguiente Considerando, resaltando que dentro del análisis correspondiente se exceptúa todo lo relativo a la resolución de fecha 13 de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, en la que se determinó la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado No. **********sobreseimiento determinado en el considerando cuarto de la presente resolución.

SEPTIMO.- Para poder pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la resolución Negativa Ficta configurada, es necesario tener presente que el artículo 244 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí
 dispone que tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario; esto es, que no por configurarse en este caso, la Resolución Negativa Ficta, por sí misma es ilegal, pues en todo caso, la autoridad demandada podrá sustentar la legalidad de la misma, expresando los fundamentos y razones en que motive su determinación.

Bajo esa tesitura, y para una mayor comprensión del presente asunto, resulta pertinente analizar en conjunto el escrito inicial de demanda y el de ampliación de la demanda en relación con la solicitud de la parte actora realizada a las autoridades demandadas, y de la cual, manifiesta se configura la Resolución negativa ficta, para lo cual esta Juzgadora tiene a la vista los ocursos correspondientes, de los que se advierten que los conceptos de impugnación, en lo sustancial se concretan a lo siguiente:

· Que el día cuatro de diciembre del dos mil diecinueve, su representada solicitó la terminación anticipada del contrato de obra pública a precio alzado No. ********** y citar para la formulación y pago del finiquito correspondiente; que no existe una respuesta por escrito correctamente fundada y motivada, dando respuesta a su petición.
Adicionalmente, en el escrito de ampliación de demanda, la parte actora se duele de que acorde a lo que dispone el artículo 153 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, una vez recibidos los trabajos las partes deberán elaborar el finiquito de los trabajos dentro del plazo establecido en el contrato, el cual no podrá exceder de sesenta días naturales a partir de la recepción de los mismos, y que el artículo 155 del mismo cuerpo legal, establece que es obligación de la institución que otorgó el contrato, la elaboración y firma del finiquito, con independencia de que el contratista dé o no aviso de la terminación de los trabajos, ello al señalar en lo que interesa lo siguiente.
· Que de acuerdo a la fracción II del artículo 58 de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las mismas del Estado y Municipio, que se refiere al procedimiento de rescisión, la autoridad tenía 15 días hábiles siguientes, a la fecha en que el contratista hubiera dado respuesta a la comunicación de incumplimiento que le fue hecha y que al exceder el citado plazo se entiende que caducaron las facultades de la autoridad; que la contestación de la autoridad demandada constituye por sí mismo un nuevo acto ya que no solo pretendieron fundar la negativa ficta, sino que da la motivación sobre la cual emitió la resolución de rescisión de 13 de noviembre de 2017, oficio **********, dando conclusión a un procedimiento iniciado en el 2015, lo que deja en claro que sus facultades habían caducado por lo que procede declarar la nulidad de la resolución de 13 de noviembre de 2017 que resuelve ilegalmente la rescisión del contrato.
· Que la resolución de rescisión y la formulación de finiquito son cosas separadas, ya que el finiquito es el acto que pone fin a una contratación de obras públicas, ya sea con base en precios unitarios a precio alzado o mixto. 
· Que de acuerdo al artículo 58 fracción II de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las mismas del Estado y Municipio, se tienen 40 días naturales para la formulación del finiquito, una vez notificada la rescisión, por lo que no tiene razón la demandada al considerar que como cito a los ahora actores a la formulación del finiquito y no asistieron, entonces se ha perdido el derecho para hacerlo: sigue diciendo que el artículo 60 de Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las mismas del Estado y Municipio, la elaboración y firma del finiquito es responsabilidad de la autoridad que otorgo el contrato. 
· Que la autoridad debe elaborar un finiquito provisional comunicándoselo al contratista dentro del plazo de diez días naturales a partir de su emisión y posteriormente el contratista dentro del plazo de 10 días naturales, a partir de su emisión y posteriormente el contratista tendrá un término de 15 días naturales, para alegar lo que en derecho corresponda y entonces sí, fenecido ese término se tendrá por aceptado. Que en el caso, si bien existió el primer paso de dicho proceso, no se elaboró el finiquito por parte de la autoridad y menos se comunicó a su representada. Que la  demandada le está negando su derecho a un finiquito a sus representadas sin siquiera haber completado el procedimiento señalado en la ley en contravención al artículo 60, párrafo tercero, de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las mismas del Estado y Municipio.
Antes de proceder al estudio de los conceptos de impugnación, la suscrita Magistrada considera oportuno precisar que los argumentos tendientes a controvertir la resolución de fecha 13 de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, en la que se determinó la rescisión del contrato de obra pública a precio alzado No. **********no serán materia de análisis en virtud del sobreseimiento determinado en el considerando Cuarto de la presente resolución.
Así mismo se estima importante destacar a modo de datos relevantes, y antecedentes del caso que se desprenden de las constancias del expediente, así como de la demanda y la contestación a la misma, los siguientes: 

a) Documental consistente en convenio privado de participación conjunta que celebran por una parte **********representada por el Ing**********administrador único de la empresa, y por la otra **********representada por el**********Representante Legal de la misma; ambas con el fin de participar en la licitación pública nacional No.**********relacionada con el “Proyecto y Construcción de un Hospital Básico Comunitario”, ubicado en domicilio conocido en la **********
b) La obra pública respecto de la licitación pública nacional  No **********materia del contrato**********, relativo a la obra de “Proyecto y Construcción  de un Hospital Básico Comunitario, ubicado en domicilio conocido en la Localidad de ********** fue adjudicada al hoy Actor, según lo manifestado por parte actora, como también por la autoridad demandada ; 
c) El Contrato de obra pública a precio alzado, **********, se formalizó con fecha 21 veintiuno de enero del 2014 dos mil catorce, entre el representante Común de las empresas hoy Actoras ********** y la demandada por conducto de su Director General **********, (foja 913 a la 932)
d) El 26 de agosto del 2015 el Subdirector de Asuntos Jurídicos del Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública Estatal, denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí y apoderado legal del citado organismo, dentro del procedimiento de rescisión de contrato de obra pública a precio alzado **********, determinó la rescisión del contrato de obra ya referido.
e) Inconformes con la resolución que resolvió la rescisión del contrato de obra pública ya señalado, las personas morales ahora actoras, promovieron juicio contencioso de nulidad, bajo el número de expediente **********, dentro del cual se dictó resolución el 10 de diciembre de 2015, en la que se resolvió la ilegalidad e invalidez y por ende de la resolución de fecha 26 de agosto del 2015, mediante la cual se determinó la rescisión del contrato de obra ya referido. (f. 168 a 178)
f) 23 de agosto del 2016, el actor solicito por escrito a la ahora demandada, la restitución de los derechos contractuales de las empresas, en virtud de la sentencia dictada en el juicio de nulidad **********. 

g) El 9 de agosto de 2018, la ahora demandada publicó convocatoria de licitación **********, para la conclusión de trabajos en el Hospital.

h) El 13 de diciembre de 2017, la ahora demandada emite una nueva resolución, que en su resolutivo Primero, declara por rescindido el contrato de obra pública a precio alzado No. **********y así mismo cita a las 10:00 horas del día 23 de noviembre del 2017, en el lugar ahí precisado, a fin de determinar el finiquito correspondiente a la obra púbica “Proyecto y Construcción  de un Hospital Básico Comunitario, ubicado en domicilio conocido en la Localidad de **********”.**********(f. 179 a 183)
i) **********mediante oficio**********signado por el Subdirector de Asuntos Jurídicos de los Servicios de Salud, se solicitó a la denominada**********la reclamación de pago alusiva a la fianza número**********con fecha de expedición 17 de enero del 2014, emitida para garantizar por la persona moral denominada **********el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Contrato de Obra Pública a Precio Alzado **********(f. 1301 a 1303)
j) El 4 de diciembre de 2019, el C. **********en su carácter de represente común de las personas morales actoras**********, formuló instancia ante la Autoridad Demandada solicitando la terminación anticipada del contrato de obra pública a precio Alzado No. **********y la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente. (f. 23 a 24)
Dicha instancia es en la que recayó la negativa ficta materia del juicio de nulidad que ahora se resuelve.
De la documental consistente en la copia simple y su correspondiente copia certificada que obra agregada al tomo 1 y tomo 2, descrita en los puntos que anteceden relativa al Contrato de obra pública número**********, que ofreció el actor en copia simple en su escrito inicial y la autoridad en copia certificada, relativo a la obra “**********”, a la cual se concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haber sido objetada por la contraparte, se desprende la existencia del contrato del cual se reclama el finiquito.
II.- Dichas documentales obran agregadas en copia fotostática certificada al haber sido exhibidas; las dos primeras por la parte actora y la tercera por la autoridad demandada, a las cuales se concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser documentos públicos y al no haber sido objetada por la contraparte, se desprende la existencia del contrato del cual se reclama el finiquito.
III.- La Parte Actora formuló instancia para solicitar: 1) la terminación anticipada del contrato de obra pública **********y, 2) la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente, en relación al Contrato de Obra Pública a Precio Alzado, número **********, de fecha veintiuno de enero de dos mil catorce**********A esta última petición no se desprende en autos que recayera respuesta expresa por parte del Organismo demandado.

Una vez precisado lo anterior, se procede al estudio de los conceptos de impugnación, en relación con la negativa de dar respuesta a la instancia formulada por el actor ante el Organismo demandado el **********.

En ese contexto, dicho acto impugnado debe ser estudiado desde la perspectiva de que las personas morales Actoras se duele de la omisión de dar respuesta por parte de la Autoridad, pues así se desprende de lo narrado en el capítulo de hechos del escrito inicial de demanda, en donde se precisa, que la instancia fue presentada para solicitar la terminación anticipada del contrato de obra pública ********** y la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente, ante la imposibilidad de dar por terminados los trabajos por haber sido adjudicada la obra de nueva cuenta y que a la fecha de presentación de la demanda no se había dado respuesta expresa a dicha solicitud.
Ahora bien, la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, en relación al finiquito que se reclama, expreso los hechos y el derecho en que se apoyó la negativa ficta recaída a la solicitud del Actor, al señalar lo siguiente.

· Que en el Reclamo de la fianza relacionada con el contrato de obra pública interpuesto por los Servicios de Salud el 18 de julio de 2018, ante “**********., se requirió a los hoy actores a comparecer a realizar las manifestaciones que estimaron y compareció ********** como representante común de ambas empresas, mediante escrito fechado el 23 de julio de 2018 y que en el contenido de dicho escrito se desprende que **********, aduce expresamente hacerse sabedor en ese momento de la resolución de 13 de noviembre de 2017.
· Que en la citada resolución de 13 de noviembre de 2017, además de determinar la rescisión del contrato de obra pública, se le cito formalmente a las 10:00 horas del 23 de noviembre de 2017, a fin de determinar el finiquito, sin que dicha empresa se presentara, no obstante estar debidamente notificada; que el finiquito ya existe y fue elaborado en la citada fecha. 

· Que suponiendo sin conceder que la actora desconozca la citada resolución; con motivo del reclamo de fianza de cumplimiento, interpuesto el 18 de julio de 2018, mediante oficio **********, ante **********, dicha compañía afianzadora corrió traslado a las empresas actoras con el escrito de reclamación de fianza, acompañándole copia de todas y cada uno de los documentos exhibidos por la ahora demandada para su exigencia; entre ellos, el finiquito de 23 de noviembre de 2017, requiriéndole a los hoy actores manifestaran lo que estimaran procedente, atendiendo dicho requerimiento **********, quien compareció a dicho procedimiento de reclamación, mediante escrito de 23 de julio de 2017; por lo que a su juicio, considera que si los actores tuvieron conocimiento del finiquito en esa fecha 23 de julio de 2017, al comparecer al procedimiento de Reclamación de Fianza, el mismo finiquito se consintió al no haber sido impugnado mediante cualquier mecanismo legal, por lo que es falso lo que dicen los actores, en el sentido de que el finiquito nunca se elaboró.
Retomando los argumentos que hace la parte actora en su ampliación de demanda, en los que medularmente se duele de que resulta necesaria la emisión del finiquito del contrato de obra, actuación que es obligación de la entidad contratante, en el caso los Servicios de Salud del Estado, el cual resulta ser el mecanismo legalmente adecuado, para el efecto que pretende la Parte Actora, según se explica enseguida.

Primeramente es necesario precisar que de acuerdo con los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, el finiquito es el acto jurídico en el que se resuelven los derechos y obligaciones de cada parte en el contrato, estableciéndose en todo caso el saldo a favor del contratante en relación a las obligaciones de carácter monetario; dichos normativos son del tenor literal siguiente.
"ARTICULO 152. El contratista comunicará a la institución, mediante escrito y nota en la bitácora, la conclusión de los trabajos que le fueron encomendados, para que ésta, dentro del plazo pactado, verifique la debida terminación de los mismos conforme a las condiciones establecidas en el contrato. Al finalizar la verificación de los trabajos, la institución contará con un plazo de quince días naturales para proceder a su recepción física, mediante el levantamiento del acta correspondiente; quedando los trabajos bajo su responsabilidad.”

“ARTICULO 153. Recibidos físicamente los trabajos, las partes deberán elaborar el finiquito de los trabajos dentro del término estipulado en el contrato, el cual no podrá exceder de sesenta días naturales a partir de la recepción de mismos, en el que se harán constar los créditos a favor o en contra que resulten para cada uno de ellos; describiendo el concepto general que les dio origen y el saldo resultante.”

“ARTICULO 154. De existir desacuerdo entre las partes respecto al finiquito, o bien, el contratista no acuda a la institución para su elaboración dentro del plazo señalado en el contrato, ésta procederá a elaborar y notificar un finiquito provisional dentro de un plazo de diez días naturales; una vez comunicado al contratista el resultado de dicho finiquito, éste tendrá un plazo de quince días naturales para alegar lo que a su derecho corresponda. Si transcurrido este plazo no realiza alguna gestión, elaborará y notificará el finiquito definitivo en un plazo no mayor de diez días hábiles.”

Determinado el saldo total, la institución pondrá a disposición del contratista el pago correspondiente, mediante su ofrecimiento o la consignación respectiva, o bien, solicitará el reintegro de los importes resultantes; debiendo, en forma simultánea, levantar el acta administrativa que dé por extinguidos los derechos y obligaciones por ambas partes del contrato.”

 “ARTÍCULO 155. Será responsabilidad de la institución que otorgó el contrato, la elaboración y firma del finiquito, independientemente de que el contratista dé o no el aviso de terminación de los trabajos.”

Del contenido de los normativos que han sido transcritos, se advierten, entre otras, las hipótesis siguientes:
a)
Una vez concluida la Obra Pública se procederá a la verificación física de los trabajos (artículo 152);
b)
Una vez realizada la verificación física de los trabajos, se procederá a la recepción física de la Obra Pública levantando el acta correspondiente (artículo 152);
c)
Posteriormente en conjunto la entidad contratante y el contratista deberán elaborar el acta de finiquito, en dicho acto jurídico se harán constar los créditos a favor o en contra que resulten para cada una de las partes, describiendo el concepto general que les dio origen, y el saldo resultante (artículo 153);
d) La entidad contratante procederá a elaborar un finiquito provisional, cuando no exista acuerdo entre las partes, o el contratista no acuda a la entidad contratante para elaborar el finiquito; a partir de que se notifique el finiquito provisional, el contratista cuenta con un plazo de quince días naturales contados a partir de la notificación, para alegar lo que a su derecho corresponda; transcurrido dicho plazo en un plazo de diez días hábiles la entidad contratante elaborará y notificará el finiquito definitivo (artículo 154 párrafo primero);
e) Según sea el caso, de acuerdo con lo determinado por en el finiquito, la entidad contratante pondrá a disposición del contratista el pago correspondiente al saldo determinado (saldo a favor del contratista), o bien le solicitará el reintegro de los importes resultantes de acuerdo con el saldo determinado (saldo a favor de la entidad contratante); y en forma simultánea levantará el acta con que se darán por extinguidos los derechos y obligaciones de ambas partes en el contrato de obra pública (artículo 154 párrafo segundo); y

f) Es responsabilidad de la institución que otorgó el  contrato la elaboración y firma del finiquito, con  independencia de que el contratista le hubiere dado aviso o no de la conclusión de los trabajos (artículo 155).

En relación con la primer disposición en estudio, contenida en el artículo 152 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la verificación física de los trabajos, y el levantamiento del acta de entrega recepción; en nuestro caso, si bien es cierto no hay evidencia documental de que se hubiere llevado a cabo la entrega —recepción de los trabajos de los contratos de obra pública – también es cierto que de las constancias de autos se desprende que hay evidencia de la existencia de la construcción de la obra pública, materia del contrato de obra pública a precio alzado **********, al haber sido exhibida por parte de la autoridad demandada al contestar la demanda y que se encuentra visible a fojas 971 a la 976 del tomo dos del presente asunto, y a fojas 541 a la 546 del expediente principal, al haber sido exhibidas por la parte actora como anexos de la demanda inicial en el expediente 203/2022/3, acumulado al 538/2021/2, de las que se desprende el avance de obra que ahí se señala y que merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado. Dichas documentales se insertan en imagen digitalizada en seguida.

(Imagen Digitalizada)
Al respecto se debe decir además, que de las pruebas documentales insertada en imagen digitalizada, también obra en autos copia del dictamen técnico de fecha catorce de julio del dos mil quince, que se formuló como anexo a la notificación del inicio de del procedi8miento de rescisión administrativa, referente a los trabajos correspondientes al Proyecto y Construcción de un Hospital Básico Comunitario, en la Localidad ********** objeto de contrato a precio alzado número **********, visible a fojas 972 a 981, la cual adminiculada con la documental visible a fojas 180 a la 183 de autos, consistente en el oficio **********, de fecha trece de noviembre de dos mil diecisiete, que contiene la resolución del Procedimiento de Rescisión Administrativa, que en su resolutivo Primero, declara por rescindido el Contrato de Obra Pública a Precio Alzado ya citado; en términos del Artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado, tienen el alcance de demostrar que la obra le fue entregada a la autoridad demandada sin concluir al cien por ciento y con los avances señalados en la minuta de trabajo cuya imagen fue inserta y en la que se hace constar el avance de la misma, así como el dictamen que obra en autos; lo que se confirma con lo señalado tanto por los demandantes, como también por la autoridad demandada, en donde señalan que el nueve de agosto del dos mil dieciocho, se emitió una convocatoria **********, de ahí que si bien es cierto no encontramos el acta de entrega-recepción de la obra del contrato enunciado en el párrafo que antecede, existen documentos de los que se desprende que no obstante la misma no fue terminada en su totalidad, si hubo los avances de la misma que se desprenden de la minuta de trabajo ya inserta y le fue entregada a la autoridad.
Ahora bien, en el escrito de demanda y ampliación a la misma, se desprende que la Parte Actora afirma que se llevó a cabo la realización de gran avance en la obra pública materia del contrato  **********, afirmando que la bitácora de trabajo obran en el expediente en poder de la autoridad manifestando también que no se ha realizado el finiquito correspondiente.
En ese sentido debe decirse que no obstante la autoridad demandada al contestar la ampliación de demanda manifiesta que el finiquito ya existe y que fue elaborado el 23 de noviembre de 2017, ya que en la resolución de 13 de noviembre de 2017, además de determinar la rescisión del contrato de obra pública, se le cito formalmente a las 10:00 horas del 23 de noviembre de 2017, a fin de determinar el finiquito, sin que dicha empresa se presentara, no obstante estar debidamente notificada; sin embargo, debe decirse que dentro de las constancias de autos, no obra documento alguno que acredite la existencia del finiquito determinado en fecha 23 de noviembre de 2017, ni tampoco que el mismo le haya sido notificado al actor; por lo que es necesario precisar que la carga probatoria en el presente asunto, para acreditar la existencia del finiquito y su notificación, corresponde a la autoridad en términos al numeral 274 fracción I del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la ley de la materia por disposición del numeral 217, segundo Párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado. 


En ese sentido dentro de las pruebas ofrecidas por la autoridad demandada destaca la inspección ocular a realizarse en las constancias que integran el procedimiento de reclamación de la fianza de cumplimento identificada con el número **********, inherente al contrato ********** (FOJAS 1272 A 1525), cuyo desahogo consta a fojas 1666 a la 1668 lados anverso y reverso del tomo tres del expediente en que se actúa y de lo asentado por la Actuaria en el acta levantada con motivo de la inspección se aprecia que una vez que desahogó el extremo precisado en el inciso c), se hizo constar la inexistencia en autos del finiquito de obra de fecha veintitrés de noviembre del dos mil diecisiete,  a que se refiere la autoridad demandada, como también que no obra en autos vista a las personas morales, respecto del oficio ********** y queda evidente la inexistencia del documento que demuestre que se notificó par parte de **********., a las empresas demandantes; según se advierte del desahogo de dichas inspecciones.

Para dar sustento a lo anterior, a continuación se transcriben los extremos del desahogo de las pruebas de inspección admitidas en auto de seis de noviembre de dos mil veintitrés y veinte de febrero de dos mil veinticuatro, en la parte que interesa:
De la inspección admitida en auto de seis de noviembre de dos mil veintitrés.

“c) Que al Oficio número **********, de fecha 18 de julio de 2018, se acompañó el Finiquito de obra de fecha 23 de noviembre de 2017, inherente al contrato No **********.
DICHO FINIQUITO NO OBRA EN AUTOS, SIN EMBARGO EXISTE UN ACTA DE FINIQUITO EN LA QUE SE SEÑALAN LAS FECHAS DEL 27 DE ENERO DE 2014 A 22 DE DICIEMBRE DE 2014 Y PRORROGA DE 12 DE MARZO DE 2014 AL 10 DE ABRIL DE 2015 (FOJA 1305 A 1308).”
“d) Que dentro del Procedimiento de Reclamación de la Fianza de Cumplimiento identificada con el número **********, inherente al contrato No **********, ********** dio vista a las morales ********** con el oficio número ********** de fecha 18 de julio de 2018 emitido en representación de los Servicios de Salud de San Luis Potosí y sus anexos.
NO OBRA EN AUTOS VISTA A LAS MORALES RESPECTO DEL OFICIO **********.”
Los extremos de la parte actora:

“ La inexistencia de un documento que demuestre que se notificó por parte de **********. a las empresas **********, del Finiquito de fecha 23 de noviembre de 2017 o de cualquier de los anexos que se mencionan en el oficio ********** de fecha 18 de julio de 2018 de manera tal que la actora tuviera conocimiento fehaciente, completo e indubitable del contenido del finiquito por cuanto hace a su fundamentación y motivación” 

NO EXISTE DOCUMENTO DE TALES CARACTERISTICAS Y NINGUN OTRO DIRIGIDO POR PARTE DE LA AFIANZADORA A LA PARTE ACTORA.

De la inspección admitida en auto de veinte de febrero de dos mil veinticuatro.
“C) Que al Oficio número 17285, de fecha 18 de julio de 2018, se acompañó el Finiquito de obra de fecha 23 de noviembre de 2017, inherente al contrato No **********.
DICHO FINIQUITO NO OBRA EN AUTOS, SIN EMBARGO EXISTE UN ACTA DE FINIQUITO EN LA QUE SE SEÑALAN LAS FECHAS DEL 27 DE ENERO DE 2014 A 22 DE DICIEMBRE DE 2014 Y PRORROGA DE 12 DE MARZO DE 2014 AL 10 DE ABRIL DE 2015 (FOJA 1305 A 1308).”
A dichas probanzas se les confiere valor probatorio pleno para demostrar la inexistencia del finiquito de obra pública a que se refiere la autoridad, esto con apoyo en el artículo 75 y 111 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; valoración que se estima así al estar relacionada con las constancias de autos en las que no se advierte la existencia de un finiquito de fecha 23 veintitrés de noviembre de 2017 dos mil diecisiete; por tanto esta prueba se estima suficiente  idónea para sustentar que la demandada no logro acreditar en autos la existencia del finiquito que afirma.

No pasa inadvertido que en el desahogo de la inspección se encuentra establecido que existe un acta de finiquito en la que se señalan las fechas del 27 de enero de 2014 a 22 de diciembre de 2014 y prorroga de 12 de marzo de 2014 al 10 de abril de 2015 (foja 1305 a 1308), sin embargo dicho documento no se puede tomar como el finiquito a que se refiere la autoridad demandada, con independencia de que no acredita que se encuentre en los términos que para tal efecto señala la Ley. 
Por otra parte se advierte que la Parte Actora afirma que los avances de la obra son suficientes para que le sea erogadas las estimaciones correspondientes, sin embargo de acuerdo a lo que dispone el artículo 380 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado del Código Procesal Administrativo los actos que deben constar por escrito no pueden ser comprobados por simples presunciones; enseguida se transcribe el precepto legal en cita:
"ARTICULO 380.- Los actos que conforme a la Ley deben hacerse constar por escrito, no podrán ser comprobados por simples presunciones."
Por su parte, los artículos 121 parte final, y 152 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, establecen que la entrega—recepción de la obra pública debe constar por escrito, levantándose el acta respectiva. A continuación se transcriben dichos preceptos legales:

"ARTICULO 121. La ejecución de los trabajos contratados deberá iniciarse en la fecha señalada en el contrato respectivo y, para ese efecto, la institución contratante oportunamente pondrá a disposición del contratista el o los inmuebles en que deba llevarse a cabo. El incumplimiento de la institución prorrogará en igual plazo la fecha originalmente pactada para la terminación de los trabajos. La entrega de la obra o servicios deberá constar por escrito."

"ARTICULO 152. El contratista comunicará a la institución, mediante escrito y nota en la bitácora, la conclusión de los trabajos que le fueron encomendados, para que ésta, dentro del plazo pactado, verifique la debida terminación de los mismos conforme a las condiciones establecidas en el contrato. Al finalizar la verificación de los trabajos, la institución contará con un plazo de quince días naturales para proceder a su recepción física, mediante el levantamiento del acta correspondiente; quedando los trabajos bajo su responsabilidad.

(El resaltado es agregado.)

En ese sentido, como se precisó con anterioridad ese hecho que aduce el actor de que la obra llevaba avances considerables debe constar necesariamente en el acta relativa, por lo que en tales condiciones es dable a la suscrita Magistrada concluir que, si bien es cierto, no hay controversia sobre que la obra pública **********, fue ejecutada por las empresas actoras, no se puede considerar que la obra haya sido concluida en los términos del contrato puesto que es precisamente en el proceso de entrega recepción (entre otras etapas de existir diversas estimaciones) en donde se realiza la verificación de que los trabajos hayan sido efectuados conforme al contrato de obra pública, y esto da origen a la emisión de finiquito del contrato de obra pública, según lo previsto en los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí.

Adicionalmente, se debe destacar, que en las constancias de autos obra la documental consistente en la minuta de campo y/o trabajo de fecha 08 de mayo de 2015, la cual quedo inserta en imagen digitalizada en el presente considerando, de la que se desprende un avance global de 87.15%.
Por otra parte, acorde con los artículos 153 y 154 párrafo segundo, el acto jurídico del finiquito es a través del cual las partes del contrato de Obra Pública concluyen la relación contractual; pues por una parte la entidad contratante y el contratista hacen constar los créditos a favor y/o en contra que resulten para cada una de las partes, describiendo el concepto general que les dio origen, y determinado el saldo resultante, dicho saldo se pone a disposición del contratista cuando es a favor de éste, o se le requiere de pago cuando es a favor de la entidad contratante, y por otra parte, de manera simultánea al finiquito las partes suscriben el acta que da por extinguidos los derechos y obligaciones de ambas partes en el contrato de obra pública.

Por tanto le asiste la razón a la Actora en cuanto que sostiene que el finiquito es una  obligación a cargo de la entidad contratante, pues además de que así lo dispone el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, de donde se desprende que dicho finiquito es el instrumento jurídico mediante el cual se pone fin a las obligaciones contractuales en materia de obra pública, en donde se hacen constar los créditos a favor y/o en contra que resulten para cada una de las partes, describiendo el concepto general que les dio origen, y determinado el saldo resultante, que es lo que en última instancia busca la Parte Actora.
Por lo anterior, se llega a la conclusión que primordialmente debe constar por escrito la entrega de la obra, lo cual no es materia de controversia, debido a que la autoridad demandada señala que emitió una segunda convocatoria para la terminación de la misma; por lo que  consecuentemente es responsabilidad de la autoridad demandada realizar la elaboración y firma del finiquito, no obstante el contratista hubiere faltado a su obligación de dar aviso de terminación de los trabajos, según lo dispone el artículo 155 de la Ley de Obras en cuestión, pues a juicio de esta Sala con la demostración de la actora de que le fue adjudicada las obra y firmado el contrato relativo , la relación entre ella en su carácter de contratista y la institución demandada en su carácter de contratante hacen nacer la necesidad del cumplimiento de las obligaciones que a cada una corresponden por Ley o por lo establecido en las propias cláusulas del contrato, sin que en su caso pudiere considerarse que el no actuar por parte de la institución en desatención a esos instrumentos legales den pie a permitir un incumplimiento permanente en perjuicio del contratista, es decir, si esta juzgadora considerase que no le asiste el derecho al hoy actor de que se finiquite la obra por el simple hecho de que se pasó el tiempo, se estaría convalidando de manera ilegal un estado de indefensión de la contratista, por el acto de imperio de la autoridad de simplemente omitir el cumplimiento de sus obligaciones.

Pues la responsabilidad de la demandada de dar cumplimiento a lo que la Ley, su reglamento y las cláusulas del contrato establecen, se encuentra respaldada, entre otros, en el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas' del Estado de San Luis Potosí, como forma de impedir ese tipo de omisiones, al establecer que es responsabilidad de la institución que otorgó el contrato, la elaboración y firma del finiquito, independientemente de que el contratista dé o no el aviso de terminación de los trabajos, ello a fin de que no prevalezcan relaciones por contratos de obra pública que sean contrarios al interés general.

De ésta manera, atentos a que la Parte Actora se duele de la omisión de la autoridad demandada de dar respuesta a su instancia formulada el día cuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve, en el que solicito entre otra la citación para la formulación y pago del finiquito correspondiente.
Aunado a que en la ampliación de la demanda argumenta que debe emitirse el finiquito por parte de la entidad contratante, considerando que éste es el instrumentó jurídicamente idóneo, para que las partes del contrato establezcan los créditos a favor y en contra, determinando el saldo resultante, y por consecuencia se den por concluidos los derechos y obligaciones inherentes al contrato de obra pública.

Lo conducente es ordenar, que en respuesta a la instancia formulada por la Parte Actora, y atendiendo a las disposiciones de los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, es decir, la autoridad demandada tome en consideración la minuta de campo y/o trabajo de fecha 08 de mayo del 2015 cuya imagen ha quedado inserta en el presente considerando y se proceda con la elaboración del finiquito correspondiente siguiendo las reglas y procedimientos establecidos para tal efecto.

Es necesario precisar además, que al emitirse el finiquito, la Autoridad deberá pronunciarse con libertad de jurisdicción sobre la procedencia o improcedencia del pago de los gastos financieros, expresando de manera fundada y motivada su determinación, acorde a las disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, las cláusulas del contrato de obra pública a precio alzado número **********:

De lo anterior, esta Sala Unitaria considera que dadas las condiciones del asunto sometido a debate no puede sustituirse en las labores propias de la autoridad demandada en el ejercicio de sus atribuciones, como es la realización de la emisión del finiquito correspondiente al contrato de obra pública arriba citado, acorde a lo que disponen los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí.

Así las cosas, al resultar sustancialmente fundados los argumentos planteados en los conceptos de impugnación esgrimidos por la Parte Actora en el escrito inicial como en la ampliación de la demanda, en relación con el acto impugnado consistente en la negativa de la Autoridad Demandada de dar respuesta a la instancia que formuló la Parte Actora con fecha 4 cuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve en lo que hace a la determinación del finiquito ahí precisado; respecto de la cual se actualizó la causal de legalidad prevista en el artículo 250 fracción IV que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado, cuando se dejan de aplicar las disposiciones debidas, en el caso particular el artículo 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí.

En consecuencia, y atentos a lo establecido en el cuerpo del presente Considerando, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la negativa de la Autoridad Demandada, de dar respuesta a la instancia formulada por la parte actora con fecha 4 cuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve; por lo que se decreta su NULIDAD, y se deja sin efecto legal alguno, en relación con la obra pública motivo del Contrato No. ********** relacionada con PROYECTO Y CONSTRUCCION DE UN HOSPITAL BASICO COMUNITARIO, ubicado en domicilio conocido en la Localidad de **********P. 
En ese tenor a efecto de restituir a la parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a las diversas Autoridades Demandadas que:

· Emita de manera fundada y motivada el finiquito correspondiente al expediente técnico del contrato de obra pública referido previamente, atendiendo a las disposiciones de los artículos 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, es decir, la autoridad demandada tome en consideración la minuta de campo y/o trabajo de fecha 08 de mayo del 2015 cuya imagen ha quedado inserta en el presente considerando y se proceda con la elaboración del finiquito correspondiente siguiendo las reglas y procedimientos establecidos para tal efecto.
Para lo cual cuenta con libertad de jurisdicción, sin que omita tomar en consideración que al momento de elaborar el finiquito, deberá pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia del pago de gastos financieros que pretende la actora, expresando de manera fundada y motivada su determinación, acorde a las disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, y su reglamento, en relación con las cláusulas correspondientes al contrato de obra pública materia de estudio en este expediente.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7, fracciones I y V, 9, fracción III, 35, fracción VIII y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 y 229 aplicado a contrario sensu, 248, 249, 250 fracción II, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se configuró la Negativa Ficta impugnada por la parte actora, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos precisados en el Considerando Sexto de este fallo.

TERCERO.- La parte actora acreditó parcialmente los extremos de su acción, en consecuencia se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente la negativa ficta recaída al escrito Presentado el 4 cuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve por la actora del presente juicio a los servicios de Salud de Gobierno del Estado; por lo que se decreta su NULIDAD, dejándose sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos, así como para los efectos expuestos en el último Considerando de la presente Sentencia.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por correo a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



� “ARTICULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.


Para efectos de lo anterior, se estará a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 244 de este Código.


En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.


Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.


En la contestación de la demanda o antes de que se dicte sentencia, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o, revocar el acto impugnado, siempre que se satisfaga la pretensión del demandante; esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado.


En ese caso, el Magistrado debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, en su defecto continuará el trámite del juicio.”








